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INTRODUCC I CN

Ponemos a consideracién del Honorable Jurado, la pre
sente tesis profesional, la cual aborda un tema de sumo in
terés para la economnfa de cualquier pafs y por lo tanto --
del nuestro, dentro del campo del Derecho Administrativo.-
Tema que trata a la concesién administrativa, y a las cau-
sas y efectos de los medios por los que la misma puede ex-

tinguirse.

La importancia de la concesién radica, en que por su
conducto, se fomenta la riqueza nacional y se crean fuen--
tes de trabajo, lo cual, al igual que el uso de los servi-
cios que se proporcionan con ella, benefician a la colecti
vidad, siendo esta la finalidad que persigue el Estado al
otorgar la concesién, a los particulares o concesionarios;

cuando él, en un momento dado, no estd en condiciones de -



realizar determinadas actividades ya sea, por su incapaci-
dad técnica, cconémica, o porque asf lo estima pertinente;

o bien, porque se lo impide su propia organizacién.

Al Estado le corresponde el derecho de atender al --
funcionamiento de los servicios ptblicos, al dominio y ad-
ministracién de sus bienes y demds aspectos que las- leyes
administrativas estiman como concesionables. Ese derecho -
es conferido por el mismo Estado a una persona jurfdica, -
pudiendo ser esta, piblica o privada a la que se le denoml
na, concesionario, quien adquiere un derecho que no tunfa
antes de que se le otorgard la concesién, contrayendo como

consecuencia ciertas obligaciones.

Conforme ha pasado el tiempo, el Estado poco a poco
ha eliminado de la esfera de la concesién algunas materias,
como por ejemplo tenemos el caso del régimen del petréleo
que prohibe la concesién pefrolera; en lo referente a la -
industria minera, ciertos elementos se sujetan a restric--
ciones de distribucién y venta como ;ucede con el berio, -~
uranio, plata y oro; en cuanto a la industria eléctrica, -
las cqncesiones se eliminaron y las empresas pasaron a la

administracién del Estado bajo nuevas formas administrati-



vas, en las que se incluye a la Comisién Federal de Elec--

tricidad.

Ahora bien, como todo tiene un principio y un fin, -
tenemos que las concesiones una vez otorgadas, poseen un -
tiempo de vigencia que varfa de acuerdo a lo establecido -
en las leyes y reglamentos administrativos que regulan la
materia. Pero no sélo puede determinar su duracién al fina
lizar el plazo estipulado en la concesién, ya que ééta tam
bién puede concluir antes de que el plazo se cumpla,_por -

distintos medios |lamados de extincién.
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LA CONCESION

1. GENERALIDADES Y EVOLUCION HISTCRICA.

Antes de iniciar el desarrollo del presente tema, --
consideramos importante sefalar que la doctrina, hasta el
presente monento, no se ha puesto de acuerdo sobre el sig-
nificado de lo que se debe conceptualizar por concesién ad
ministrativa, ya que en el empleo de la miéma, existe cier
ta imprecisién al denominar asf e indistintanente a los --
contratos, licencias, permisos y autorizaciones y a otros
actos tanbién administrativos, que aunque tienen cierta si
militud con la consecién, deben ser tratados por separado,
lo cual haremos posteriormente, para evitar la confusién -

de &sta con aquellos actos.

También apreciamos de sumno interés, destacar que uno



de los mGltiples procedimientos de la Administracion Pdbli
ca para la gestién de sus servicios, es la "concesién”. Y

si partimos de la idea de que es una forma de gestidén indi
recta de los servicios pidblicos, deberemos recurrir al es-
tudio del problema que representa en sf la naturaleza jurl
dica del acto, del cual toma forma, es decir, de la figura

jurfdica, llamada concesién administrativa.

Ahora bien, no obstante que la doctrina trata indivi
dualmente a las concesiones en especie, como son entre ---
otras, las de dominio, de obra, etc., algunas veces perci-
be en ciertas concesiones, caracterfsticas contractuales, -
aduciendo que son‘un contrato de derecho privado en el que
el Estado y el concesionario tienen una obligacién recfpro
ca, mediante cldusulas convencionales, credndose asf un as
pecto contractual apegado a reglas de derecho civil tanto
en su interpretacién, asf como en su formacién, estable---
ciendo bajo el cardcter de la bilateralidad, derechos y --
obligaciones entre las partes que resultan del enlace con-

tractual entre el Estado y el concesionario.

Entre otros casos, la doctrina no acepta tal aprecia

cién y cuando analiza a los actos de concesién administra-



tiva, los estimaAcomo un acto administrativo con cardcter
unilateral del poder péGblico, es decir, un acto del poder
soberano del Estado en el que el concesionario no puede go
zar de derechos frente a aquel, toda vez que no los tiene,
resultando asf, que el Estado puede con el mismo derecho -
que ticne para otorgar concesioncs, revocar las que ha da-

do o bien modificarlas sin indemnizacién.

En un tercer punto la doctrina considera a la conce-
sién como un acto mixto que posee una parte reglamentaria
y otra contractual. Est§ y las dos teorfas anteriores las

estudiaremos mds adelante.

Es incuestionable que dentro de la estructura de la
sociedad moderna, la concesién administrativa, es un proce
dimiento eficaz para entregar a los particulares ciertas -
actividades que le competen al Estado.brindar, o la explo-
tacién de bienes federales que &l en ese momento, no esté
en condiciones de desarrollar ya sea por su incapacidad --
econbémica, técnica, o porque asf lo considera conveniente,

o bien porque su propia organizacién se lo impide.

Observamos que por medio de la concesién, la riqueza



nacional se fomenta, y que adem&s se crean nuevos centros
de trabajo. Asimismo, el Estado por concepto de impuestos,
recibe cantidades importantes de dinero, mismas que redun-

dan en beneficio y para el mejor desarrollo de la colecti-

vidad.

En lo que respecta a la evolucién histérica del tér-
mino ‘concesién, estimamos importante conocer aunque de una
manera breve, como fue transform&ndose en el tiempo y en -
el espacio, pues se debe entender que esta figura jurfdica
no se creb de la noche a la maﬁana, toda vez que han teni-
do que transcurrir varios siglos durante los cuales ha ido
desarrolldndose de acuerdo a las nccesidades de las distin

tas regiones que componen el mundo.

Los estudiosos de la materia coinciden en sefialar --
que los inicios de la concesién se pueden haber dado en la
época mondrquica, durante l; cual se sefiala que los sobera
nos estimulaban a sus colaboradores en las cuestiones p(i--
blicas y una de las formas de estimdlarlos, era la de con-
cederles determinadas fracciones del territorio, resultan-
do de esto, la concesién territorial, la cual serfa el ---

principio de dicha figura jurfdica.



Ademds, seﬁalan los doctrinarios que en ésa época, -
habfa conce;iones de comercio y también concesiones para -
regular algunas actividades administrativas y judiciales, -
ejemplo de ellas, son las que se confirieron a las compa--
fifas de las indias orientales por Holanda e Inglaterra. En
relaci6bn a los aspectos administrativos y judiciales, el -
maestro Andrés Serra Rojas nos menciona que: "Durgnte el -
antiguo régimen de la monarqufa el esfuerzo se encaminé a
que los Jueces ée limitaran exclusivamente a la funcién ju
dicial tomando en cuenta que todo lo que se referfa a |o$
negocios del Estado y a los asuntos administrativos escapa
ban de su competencia. Desde el edicto de Saint Germain de
febrero de 1641 se prohibe a los jueces de conocer de los
negocios y procesos administrafivos. Estas ideas correspon

(1)

den a la monarquia”.

M&s adelante, el maestro Serra Rojas agrega, "lLa Re-
volucién francesa acabé con las instituciones administrati
vas y judiciales de la monarqufa. Sin embargo, la ley del

22 de diciembre de 1789 reconoce el principio de la separa

(1) Andrés Serra Rojas.- Derecho Administrativo, Tomo 1, -
Editorial PorrGa, S.A., México, 1976, p&g. 105 y 107.



cién de la funcibn legislativa y a la judicial expresando
que "las_funciones judiciales son disfintas y permanecerdn
siempre separadas de las funciones administrativas, y no -
podr&n perturbar”. El derecho moderno francés a partir‘de
1790 vuelve a las Ieyes.del 16 y 24 de agésto de 1970 y 16
.Fructidor afio 11, a la dualidad de jurisdicciones. fue en
esta época en que se desarrollan en un largo proceso, las
nociones esenciales del derecho administrativo, entre ----
otras las de servicio pﬁblico,.que sirvié para determinar
los Ifmites de la jurisdiccién administrativa y la juris--
diccién civil. Desde 1796, se prohibié a los tribunales ju
diciales el conocimiento de los asuntos administrativos. -
De este modo se afirmaba una nueva jurisdiccién administra
tiva que pronto elaboré conceptos como los de servicio pG-
blico, contrato administrativo, responsabilidad del Estado

(2)

y otros”.

En otro orden de ideas y refiriéndonos a la conce---
sién minera, cabe destacar que ésta se precisa principal--

mente en Espafia con perfiles bien definidos, sobre todo en

(2) Andrés Serra Rojas, Ob. Cit., Tomo |, p&g. 106 y-sigte.



los territorios coloniales, por lo que el ilustre tratadis

ta Acosta Romero, al respecto nos ind}cé: ”...asf tenemos

numerosas disposiciones legales que regulan la materia mi-
nera y que son aplicables al territorio de la Nueva Espa--
fia. La primera fue la cédula del 9 de diciembre de 1526, -
expedida en Granada por Felipe Il y que reconocfa que el -
dominio de la superficie no implicaba el dominio de la ve-
ta o del subsuelo y se concedfa su explotacién a los parti
culares, sin perjuicio del dominio radical y directo de la
Corona. El 10 de enero de 1559 se expidié por la princesa

Dofia Juana, la Ley de Minas, anulando las antiguas merce--
des e incorporando las minas de oro, plata y azogue a la -
Corona, cuando no se hubieren trabajadp. El 7 de marzo de

1563 se expidieron las Ordenanzas de Minerfa |lamadas del

Antiguo Cuaderno y, postecriormente, el 22 de agosto de ---
1584, se expidiéron otras Ordenanzas, |lamadas dél Nuevo -
Cuaderno, que constituyen una verdadera codificacién sobre
las minas y que perfilan principios que después obsérvare—
mos en la época actual. Las Ordenanzas de Aranjuez,'Fueron
expedidas el 22 de mayo de 1783, y en su tftulo V, habla--

ban del dominio radical de las minas y de su concesién a -

los particulares y del derecho que por esto deben pagar. -



Estas Ordenanzas rigieron en México Independiente hasta el

Cédigo de Minerfa del 22 de noviembre de 1884”. (3)

Por otro lado se aprecia que durante el perfodo inde
pendiente, se aplicé la concesién en otras materias, fir--
m&ndose verdaderos contratos entre la Administraéién Pabl i
ca y los particulares, para que &stos prestaran determina-
dos servicios phblicos y utilizaran bienes del Estado. En
esos contratos, las partes estipulaban una serie de condi-
ciones financieras y de toda fndole que afectarfan la acti
vidad del concesionario, aunque algunas veces, como la le-
gislacién administrativa era muy escasa, también en dichos
contratos, se fijaban las tarifas que los usuarios debe---
rfan de pagar. Asimismo se observa qué a finales del siglo
XIX se hizo necesario regular los servicios pGblicos y aun
que se fijaron normas para organizarlos, no se logré defi-
nirlos con claridad..En referencia, a esto, el destacado -
profesor Serra Rojas sefiala, “Desde aquella época el Esta-
do, cono poder piblico y en uso de sus soberanfa, dividié

sus actos en actos de autoridad y actos de gestién, por me

(3) Miguel Acosta Romero, Teorfa General del Derecho’ Admi-
nistrativo, Editorial Porrda, S.A., México, 1681, p&g.
410 y sigte.



dio de los prineros nandaba, en los segundos actuaba como

simple particular. Al irse narcando la creciente interven-
cién del Estado, no se conc;eté a mandar, es decir, a dar

6rdenes, sino que asunié en forma directa y reglamentada -
la responsabilidad de proporcionar bienes y ciertos servi-
cios a los adninistrados: se |lambé a esta actividad, servi
cio pGblico, por su doble cardcter: satisfacer una necesi-
dad colectiva y estar atendida por el propio Estado. El Es
tado se interesé en esas necesidades sociales, mal atendi-
das u olvidadas por los particulares, o que reclanaban la

intervencién oficial. De este modo el Estado vigil6, otor-
96 subsidios, prerrogativas, creé instituciones, primero -
particulares y luego piéblicas hasta que finalmente, las --
atendié directamente con los problenas inherentes a esta -

(4)

intervencién”.

En base a lo anterior, para concluir con esta breve
resefia y dada su iaportancia para la econoafa de nuestro -
pafs, finalmente nos referirenos a las concesiones gue en-

tre otras sc celebraron en el siglo pasado en nateria de -



cnergfa eléctrica y de ferrocarriles.

Respecto a la primera, el autor Acosta Romero, mani-
fiesta que: “...sec celebraron entre otros, los siguientes
contratos-concesién: en 1825, con el sefor Arnold Vaquié, -
representante de la Societé Du Necaxa, para explotar las -
cafdas del Rfo Necaxa; se traspasd posteriormente este con
trato-concesién con aprobacién del Congreso de la Unién, -
el 24 de marzo de 1903, a The Mexican Light and Power Co.;
el 21 de marzo de 1896, las autoridades del Distrito Fede-
ral celebraron contratos-concesién con la Eapresa Siemens
Halske de Aleinania para operar una pfanta généradora de va
por en Nonoalco; en 1896, se celebrd un contrato-concesién
con ¢l seior Ernesto Pugibet para explotar una cafda de --
agua del Rfo de Monte Alto; el 12 de septiembre de 1900, -
se celebré un contrato-concesién entre las autoridades del
Distrito Federal y The Mexican Gas and Electric Co. Lini--

ted”. (5)

Por lo que se refiere a la concesién en nateria fe--

”

rroviaria, el citado autor agrega: “...el primer contrato-

(5) Miguel Acosta Romero, Cb. Cit., P4g. 411 y sigte.



concesidn se celebrd ¢l 22 de agosto de 1337, entre el Pre
sidente Anastasio Bustamante y Francisco de Arrillaga, pa-
ra construir una vfa férrea de México a Veracruz (no llegé
a construirse); el 31 de octubre de 1853, se firmé un con-
trato con el sefor Juan Laurié Richards, para continuar la
construccién del ferrocarril por Puebla; el 18 de mayo de

1861 se otorgdé el derecho al seiior Antonio Escandén para -
continuar dicha construccién; para el ferrocarril de Te---
huantepec, hubo miltiples contratos-concesién: el lo. de -
narzo de 1342 con el sefior Don José de Garay; el 5 de fe--
brero de 1853, con la Compaﬁfa-A.G. Sloo; el 18 de enerc -
de 1872, con el seior Edward Learned; en 1396, se firmé un
convenio con la casa inglesa Pearson and Sons Limited, pa-
ra tonar la coapaiifa explotadora del ferrocarril nacional

de Tehuantepec; el & de septiembre de 15830, se otorgé a la
Compaiifa del Ferrocarril Central México, la construccién -
del ferrocarril entre México y Paso del Norte (hoy Ciudad

Judrez, Chih.) y el 13 de septiembre de 1580, a la Compa--
fifa del Ferrocarril Nacional, la coﬁstruccién de la vfa de

(6)

México a Nuevo Laredo”.

(6) Miguel Acosta Romero, Cb. Cit., P&g. 412



De lo anterior se advierte que en épocas pasadas, la
caracterfistica predominante de las concesiones, fue que en
su mayor parte se otorgaban por el Estado en forma contrac
tual. Sifuacién que en el presente momento y bajo las cir-
cunstancias actuales, es imposible sosteﬁer a la luz de lo
consagrado por nuestra Carta Magna que en su pérrafo sexto
del artfculo 27 sefiela: “Traténdose de petrbleo y de los -
carburos de hidrégeno sélido, Ifquidos o gaseosos o de.mi-
nerales radioactivos, no se otorgarén concesiones ni con--
tratos, ni subsistirén los que en su caso se hayan otorga-
do y la Nacién llevaré a c.bo'(a explotacién de ésos proe=
ductos, en los términos que seflale la ley reglamentaria --
respectiva. Corresponde exclusivamente a la Nacién gene~--
rar, conducir, formar, distribuir y abasstecer de energfe -
eiéctrica que tenga por objeto la prestacién de servicio -
pblico. En esta materia no se otorgarén concesiones a los
particulares y la Nacién aprovechard los bienes y recursos

naturales que se requieran para dichos fines”.
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2. CONCEPTO.

Principiaremos el anélisis del tema que nos ocupa, -
expresando, que con referencia a la conceptuacién del voca
blo concesién, observamos como ya se comenté al principio
del tema anterior, que hasta el presente momento, lo; auto
res de la materia no se han puesto de acuerdo al respecto
y cada uno de ellos la define de manera diferente, sin em-
bargo algunos coinciden en determinados aspectos del con--
cepto. Por lo que a continuacién referiremos las diversas
formas de como ciertos autores, entre otros, describen a -

la concesién administrativa.

En primer término, y antes de citar las opiniones de
los autores, relataremos la explicacién que el Diccionario
de la Real Academia Espafiola proporciona sobre dicha e;prg
sién: "Concesién (De! latfn concesio, onis) f. accién y --
efecto de conceder. 2. Otorgamiento Gubernativo a favor de
particulares o de empresas, bien sea para apropiaciones, -
disfrutes o aprovechamientos privados en ei dominio pGbli-
co, segln acontece en minas, aguas o montes, bien para ---
construir o explotar obras péblicas, o bien para ordenar, -

sustentar o aprovechar servicios de la administracibén gene



e il

(7)

ral o local”.

Una vez realizada la anterior exposicifén, procedere-
mos enseguida a referir el sentir de los doctrinarios so--

‘bre la palabra en cuestién.

En principio, citaremos lo que el maestro Acoste Ro-
mero opina sobre el t&rmino concesién, el cual, para &1, -

puede significar varios contenidos:

”"a) Es el acto administrativo discrecional
por medio del cual la autoridad administrativa facul¢. @ -

un particular:

1. Para utilizar bienes del Estado, dentro

de los Ifmites y condiciones que sefale la ley; y

2. Para establecer y explotar un servicioc -
pGblico, también dentro de los Ifmites y condiciones que -

sefiale la ley.

b) El procedimiento a través del cual se --

otorga la concesién, o a través del que se regula le utili

(7) Real Academia Espaiiola, Diccionario de le Lengua’ Espa
fiola, 15a. edicién, Madrid, 1925. pég. 314.
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zacién de la misma, aGn frente a los usuarios.

c) Puede también entenderse por concesién,-
el documento formal que contiene el acto administrativo en

(8)

el que se otorga la concesién”.

Por otro lado el profesor Olivera Toro aduce que: --
”la figura técnico-jurfdica de la concesién tiene un rasgo
peculiar, el que la Administracién confiere a los p‘rticu-
lares nuevos poderes o derechos ampliando en esta forma su
esfera jurfdica. Su finalidad es otorgar el ejercicip de -
determinada actividad dentro de normas especiales o su po-
der sobre algunas cosas piblicas. El particulear adquiere -
un derecho o poder de obrar derivado del Estado quien se -

(9)

lo confiere”.

Otro de los tratadistas que expresan su opinién al -
respecto, aunque de una manera breve, es el maestro Gabino
Fraga quien nos sefala: "La concesién administrativa es el

acto por el cual se concede @ un particular el manejo y ex

(8) Miguel Acosta Romero, Ob. cit. pég. 413

(9) Jorge Olivera Toro, Manual de Derecho Administrativo,-
Editorial Porrda, S.A., México, 1976, p&g. 238.



ST

plotacién de un servicio pGblico o la explotacién y aprove

(10)

chamiento de bienes del dominio de! Estado”.

También el autor Sayagués Laso, nos define muy sucin
tamente a la concesidn de la cual indica lo siguiente: “la
concesién de servicio pGblico puede definirse como el acto
de derecho phblico por el cual la Administracién encarga -
temporalimente a una persona la eJecuciénAde un servicio pé
blico, transmitiéndole ciertos poderes jurfdicos y efec---
tuéndose la explotacién bajo su vigilancia y contralor, pe

(11)

ro por cuenta y riesgo del concesionario”.

Asimismo, vemos que para el tratadista Garcfa Ovie--
do, la concesién consiste: ”"... en la atribucién de poder
que la Administracién confiere a un particular para que ri
ja durante cierto tiempo la gestién de un servicio, atribu

cién que puede ir precedida de la ejecucién por parte de -

(12)

aquel de una obra pGblica”.

(10) Gabino Fraga, Derecho Administrativo, México, 1977, -
Editorial Porrda, pég. 248.

(11) Enrique Sayagués Llaso, Tratado de Derecho Administra-
tivo, Cérdenas Editor y Distribuidor, Montevideo, =---
1972, Tomo I, pég. 12.

(12) Carlos Garcfa Oviedo, Derecho Admunlstratlvo, “Tomo |11
EISA, Madrid, 1968, p&g. 302.
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Toca ahora vertir la Form; como el tratadista Serra
Rojas concetfa a la concesién, de la cual refiere, ? e €8S
un acto administrativo por medio del cual la Administra---
cién phGblica federal confiere a una persona una condicién
o poder jurfdico, para ejercer éiertas prerrogativas pdbli
cas coﬂ determinadas obligaciones y derechos para la explg
tacién de un servicio pGblico, de bienes del Estado o los
privilegios exclusivos que comprenden la propiedad indus--

(13)

trial”.

El mismo profesor Serra Rojes, relata en su obra la
opinfdn que Recaredo tiene sobre el acto administrativo de
referencia, seflalando lo siguiente: “la concesifn es la --
gracia, merced o reconocimiento expreso o técito, que se -
otorga por la Administracién mediante ciertos requisitos o
formal idades, confirmando un derecho, permitiendo su ejer-
cicio o creando, bien a solicitud de un particular, bien -

por oferta administrativa”. (14)

Otra opinién sobre el vocablo de referencia, es la -

(13) Andrés Serra Rojas, Ob. cit., Tomo 1!, pég. 197.
(14) Ibidem, pég. 197. '
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del maestro Henri Capitant, quien lo estima como: “Término
'genérico que califica diversos actos por los cuaies la Ad-
ministracién confiere a personas privadas, ciertos dere---
chos o ventajas especiales sobre el dominio del Estedo, o

respecto del phblico, mediante sujecién a determinadas cap
gas y obligaciones. La mayorfa de las veces, tales dere---
chos y'ventajas, implican el ejercicio de ciertas prerroga

(15)

tivas administrativas”.

Final i zaremos l;s distintos conceptos que respecto a
la concesién administrativa nos ofrecen los autores ¢= I;
materia, refiriendo la descripcién que de ella nos brindn
el maestro Manuel Marfa Diez, indicando que: "... &3 un mo
do de gestién de un servicio, por medio del cual una pérag
na pGblica que es el concedente, por contrato conclufdo --
con él, encarga, a una persona privada, el concesionario,-
la gestién de un servicio pGblico a su costo y riesgo me--
diante el derecho de obtener una remuneracién, por medio -
de las tarifas percibidas de los usuarios. la concesién en

tonces, tiene por objeto conferir ciertas atribuciones al

(15) Henri Capitant, Voc. Jur., pég. 134. Ref. por Andrés
Serra Rojas, Cb. cit., Tomo I, p&g. 197.
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concesionaric para que preste el servicio. lLa concesién de
seprvicios pGblicos pertenece a la categorfa especial de --
concesiones que se |laman electivas, que por medio de ----
ellas la Administracién confiere al particular un derecho

o una facultad que le es propia; en este supuesto, la de -
ejercer un servicio plblico del cual es titular la Adminis
tracién. El concesionario aGn cuando est§ investido, por -
parte de la Administraci6én de una porciGA de sus poderes y
sus atributos, no se transforma por ello en funcionario pG
blico ni la empresa de concesién queda incorporada a la Ad
ministracién piblica. El concesionario entonces debe asegu
rar el funcionamiento del servicio pGblico a su costa y --
riesgo, obteniendo un provecho pecuniario de su gestién. -
No es como ya dijimos, un funcionario, ni tampoco debe con
fundirse con un particular, que es un simple colaborador -

(16)

que participa en la gestién del servicio pGblico”.

De los conceptos anteriormente examinados, el que --

desde nuestro punto de vista nos parece el més acertado, -

es el emitido por el maestro Marfa Diez, por ser segin no-

(16) Manuel Marfa Diez, Derecho Administrativo, Tomo IIl,~
Buenos Aires, 1967, p&g. 262.



sotros, el més amplio y mejor explicado; ya que no se pue-
~de hablar Gnicamente de obligaciones para el concesionario
y aénque algunos autores mencionan la palabra, derechos, -
para el ﬁismo, la mayorfa de los referidos, se inclina més
por hacer referencia al otorgamiento de los bienes que ~--
hace el Estado para que sean utilizados por el concesiona-
rio y a las obligaciones de este para con la concesién. Pe
ro debemos considerar como ya esfablecinos, que no debe --
hablarse solamente de obligaciones, pues el beneficio de -
la explotacién de un servicio pGblico, no debe ser sélo pa
ra el Estado y los particulares o usuarios, sino que ei

concesionario también debe participar, como lo hace, de --
ese beneficio, pues son muchos los gastos que realiza, los
esfuerzos que efectla y los riesgos que corre, antes y du-

rante la prestecién del servicio.

Para concluir con el examen del presente puntoc, ex--
presaremos que los anteriores criterios doctrinales nos --
Ilevan @ la conclusién de que las caracterfsticas esencia-

les de la concesién son, entre otras, las siguientes:

1. Es un acto jurfdico administrativo dis--

crecional,



3.
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En virtud del cual la Administracién Pa-
blica Federal, faculta, concede o encar-

ga temporalmente,

A una persona privada (ffsica o jurfdi--

ca).

Para manejar y establecer un servicio pd
blico o la explotacién y aprovechamiento

de bienes del Estado,

Mediante la sujecién a determinados re--
quisitos o formalidades que le sefiale la

ley.
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3. NATURALEZA JURIDICA.

Referirse a la naturaleza jurfdici de la ;oncesi6n -
administrativa no es sencillo, dado que es un problema que
ha originado diversas controversias, susciténdose como con
secuencia por parte de la doctrina administretiva, diferen

tes teorfas para determinaria.

Entre los mGltiples autcores que nos brindan sus opi~-
niones al respecto, hay algunos que las consideran como un
acto contractual, otros como un acto unilateral y existe -
adem8s una tercera teorfa sosfenida por determinados auto-
res, que la estiman como un acto mixto, pues opinan que.—~
contiene por una parte, elementos contractuales y por la -

otra, elementos reglamentarios.

Abordaremos el estudio del presente tema, analizando
por separado las diferentes teorfas,las que clasificaremos

en tres, entre otras existentes:
A) LA CONCESION COMO UN ACTO CONTRACTUAL.

Esta teorfa sostenfa que la concesién de servicio pg

blico, era un contrato de derecho privado porque tenfa ---
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cierto parecido con el contrato de obra pGblica, en cuanto
que el precio se abona con los rendimientos que obtiene el
contratista con la explotacién del servicio por el que la

obra se llevé a cabo. Se declfa que habfa una relacién en--
tre el Estado y el concesionario, en la que se obligabaﬁ -
de manera reclproca por las cléusulas convencionales, sus-
citéndose asf una relacién contractual sujeta a las reglas
de derecho civil, tanto en lo referente a su.Formacién, co
mo a la interpretacién, obligaciones y derechos que se de-

rivaran de esa situacién.

En relacién a esta teorfa, el profesor Carlos Garcfa
Oviedo nos comenta que lo antefiormente expresado, es el -
sentir de escritores como Moureau, qﬁien define a la conce
sién como "... contrato por el cual un particular se com--
promete a ejecutér una obra piblica y, especialmente, a -
construirla mediante ciertas ventajas, principalmente'el -
derecho de explotar la obre en provecho propio durante ---

(17)

cierto tiempo”.

Al respecto cabe sefalar que otros escritores estén

(17) Carlos Garcfa Oviedo, Ob. cit., pég. 310.



Sn el

de acuerdo con esta doctrina son Aucoc, Dufour, Berthélemy

Gastén Jéze.

Por otro lado en la anterior definicién podemos ob--
servar que no existfa separacién entre las figuras jurfdi-

cas de la concesidn y del contrato.

Por lo que el maestro Olivera Toro menciona al res--

L)

pecto, “Para esta tesis es necesario, entre otros supues--
tos, crear la figura del Estado gestor de Derecho privado,
capaz de contratar civilmente, constituyéndose en una de -
las partes que intervienen en el acto a efecto de desempe~-
flar absurdamente, en forma consensual, nada menos que sus
atribuciones de Poder,.lo que implica la aceptacién de la

(18)

teorfa de la doble personalidad estatal”.

Como podemos apreciar, era diffcil dar una explica--
cién sobre la naturaleza jurfdica de la concesién en base
al supuesto de un contrato de derecho privado sustentado -
en el principio de la libertad para_contr;tar, la cuestién

se enfocé hacia los contratos de adhesién, razén por la --

(18) Jorge Olivera Toro, Ob. cit., pég. 243.



cual, la situacibn de igualdad se convierte en un estado -
de dependencia, ya que en ella una de las partes, estable-
ce las condiciones mediante las cuales ha de realizarse el
contrato y la otra, las rechaza o las acepta tal y como es
tén estipuladas. Por lo tanto, se pensS que el concesiona-
rio del servicio se encontraba en una posicién de dependen
cia, pero sin imaginar que la condicién reglamentaria de -
la concesién es la que muestra una apariencia contractual

adhesiva, lo que denota Gnicamente la existencia de una re
glamentacién jurfdica, la cual, en ningln momento debe d§

considerarse como cléusulas contractuales Y por esa misma

razén, no se debe pensar en la existencia de un acto con--

tractual o de convencién entre las partes.

Por otro lado, advertimos que respecto a la recipro-
cidad que existe en los contratos, observamos, que ﬁo todo
acuerdo que crea una obligacién es un contrato, ya que val
ga la redundancia, reciprocidad, no siempre significa con-
trato, pues en la vida civil, existen diversos actos que -
también son celebrados con reciprocidad de consentimiento,
a los que un andlisis jurfdico de fondo, los separa de la

esfera del contrato, como ejemplos podemos citar & la adop
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cién y a la aceptacién de la herencia, los cuales no son -

contratos.

Asimismo podemos observar, que en el terreno del de-
recho pGblico, la situacién no es distinta, ya que en él -
la doctrina afirme més la tendencia que sustrae al contre-
to actos importantes que resultan de un concurso de volun-.
tades. Tal y como sucede con el acto de designacidn de un

funcionario. Lo mismo acontece con [a concesién.
B) LA CONCESION COMO UN ACTO UNILATERAL.

las ideas expuestas por ésta teorfa o doctrina, se -
oponeﬁ totalmente a las expresadas por la doctrina contrag
tual, analizada en lineas anteriores, ya que para ella la
concesién es un acto de Derecho pGblico, un acto jurfdico
uni lateral, pues seglin ella, el concesionlriorno tiene nin
gGn derecho frente al Estaao y como resultado, esta podré
en cualquier momento que lo disponga y con el mismo dere--
cho que tiene para otorgar las concesiones, revocar las -~
que ha dado, o modificarlas sin indemnizacién. Apreciamos
que para esta teorfa, la voluntad del concesionario no te-

nfa valor, esta guardaba (nicamente una situacién de hecho



no influyendo de ninguna manera en la concesién.

En otro orden de ideas, sefialaremos que para Otto Ma
yer la concesién es un acto administrativo sobre la base -
de la sumisién del interesado, como ocurre con el nombra--
miento para el servicio del Estado. Que no es un contrato
como no lo es la designacién de un funciﬁnario, al expre--
sar, ”"Es un acto administrativoe por el cual se da poder a
un individuo sobre una parte de ja Administracién PGblica;
'y no se trata de constituir un derecho real sobre una cosa
corporal, sino de ejercer una cierta actividad. Més esta -
actividad no debe ejercerse como en la funcién phGblica, en
nombre y representacién del Estedo, sino en nombre y por -

(19)

propia cuenta del concesionario”.

Es evidente en estas ideas expresadas, la sumisién -
del concesionario @ que el Estado le transfiera parte de -
las funciones que le corresponden, dan lugar a una situa--
cién de privilegio arbitrario para modificar o revocar el
régimen al que la concesién estd sujeta, en el monto que -

el interés pGblico asf lo exija.

(19) Ref. por Carlos Garcfa Oviedo, Ob. cit., Tomo !l, pég.
312,



De lo anteriormente sefialado, pensamos que esas ----
ideas no son aceptables en un régimen de Estado de Dere---
cho, pues como se puede apreciar, sacrifican totalmente el
interés del concesionario, corriéndose por lo tanto, el --
riesgo de que surja un tstado todo poderoso que menospre--
cie todo derecho individual o garantfa jurfdica para satis
faccién del interés del servicio e incluso del capricho ==~

del administrador.

C) LA CONCESION COMO UN ACTO MIXTO.

Esta tgorla es sustentada por diversos autores, y --
considera a la concesién como una de las formas de gestio-
nar el servicio pGblico, senténdose asl la tesis de la na-
turaleza compleja de esta figura administrativa con resul-
tados mixtos, constando de una fase contractual y otra re-

glamentaria, cada una con caracterfisticas propias.

En referencia a la fase reglamentaria, los autores -
sefialan que ésta es resultado de le organizacién del servi
cio y es considerada como la més importante; y le contrac-
tual, que le esté subordinada, esencialmente es de natura-

leza financiera y tiene como finalidad, conseguir que el -



concesionario sea remunerado por la actividad que desarro-
lla. De la caracterfstica compleja del acto de concesién, -
se desprende que el concesionario se halla en una situa---
cién jurfdica especial respecto a que en la seccién regla-
mentaria, se detallan todos los poderes y deberes relati--
vos a la organizacién y funcionamiento del servicio; y en

la contractual, los poderes y deberes resultantes de las -
ventajas personales, econémicas y de otra fndole que le —_—

son transmitidas.

De esa manera, el concesionario no esté en una situa
cién 6nicamente contractual como en la que se encuentra el
contratista de obras pGblicas, ya que el concedente asegu-
ra el funcionamiento de un servicio pilblico; ni tahpoco es
trictamente legal o reglamentaria, como el funcionario plG-
blico, porque no deja de.ser un simple particular. De todo
esto se desprende el por qué del cardcter complejo del ac-

to de concesién.

La doctrina cldsica francesa establecfa en relacién
a la consideracién de la tesis de la concesién como contra
to los siguientes, a través de su méximo expositor, Gastén

Jéze, quien indica que: "... ain siendo la concesidén un --



contrato, ;ucede muy @ menudo que el servicio plblico que

el concesionario debe hacer funcionar, se organiza y reglg
menta en el mismo acto de concesién. La reunién en un mis-
mo documento del contrato de concesién de servicio pﬁblfco
y de las reglas generales de organizacién del serQicio con
cedido, no debe ocasionar confusibén acerca de la naturale-
za jurfdica de ambos‘actos que son muy diferentes. El ser-
vicio concedido sigue siendo ;ervicio pGblico, y el acto -
organizacién del servicio es jurfdicamente una ley, es de-
cir, un acto creador de situacidén jurfdicamente genebal, -
impersonal, aquf vemos la situacién reglamentaria. La ob--
servacién es Fundamentql. Lo que el concesionario debe ---
hacer funcionar es'el servicio pﬁblico, no solamente como

lo organiza el acta anexa al contrato de concesién, sino -
también conforme a las.posibles modificaciones posterio-=--
res. El acto de concesién de la egplotaci6n del servicio -
piblico asl organizado es un contrato, es decir, un acto -
creador de situacién jurfdica individual, aquf vemos la sji

tuacibén contractual”. (20)

- e - -

(20) Gastén Jeze, Principios Generales del Derecho Adminis
trativo, tomo 11, 1959, .p&g. 371 y s.
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Podemos comentar al respecto, que las cléusulas que
se refieren a la organizacién y funcionami;nto del servi--
cio, son reginmentarias, asf podemos citar las concernien-
_tes a las tarifas, a las condiciones de explotacién, e la
situacién del personal, etc. En cambio las que.so refieren
a la duracién de la concesién ¥ a'ias venta jas financieras
que la Administracién otorgue al concesionario, como las -
relativas a las garantflas d; intereses, exoneracién de im-
puestos, adelantos, tendrén por lo tanto caracterfisticas -

contractuales.

Por otro lado, aunque ha sido criticado el criterio
de divisién entre las cléusulas reglamentarias y las con--
tractuales, pues se dice que es imposible separar radical-
mente los dos aspectos, mismos que se encuentran vincula--
dos, ya que lo que se cree que pertenece a la organizacién
y funcionamiento del servicio, al mismo tiempo puede consji
derarse dentro del elemento financiero y viceversa, obser-
vamos, que en la concesién existe una situacién reglamenta
ria-contractual, siendo precedida la primera por normas --
que determinan la prestacibén del servicio y que pueden ser

modificadas por el Estado en atencién al fin de utilidad -



pGblica que esté ligado a la concesién.

En cuanto @ la segunda situacién, o sea, la contrac-
tual, aunque no se seﬁale el elemento contractual en la --
concesibn, este esté constituido ademés del aspecto pecu--
niario del concesionario, por el derecho a que obtenga el
restablecimiento del equilibrio financiero de su inversién
o empresa, |legando en un momento dado hasta la indemniza-
cién para el caso de que la Administracién modifique unila
teralmente la organizacién y funcionamiento de la explota-
cién, y a esta potestad el Estado no podré renunciar "amé

titular del servicio o del bien piéblico.

Para finalizar el tema que nos ocupa, referiremos --
que es a través del elemento contractual que el concesiona
rio tiene garantizados sus intereses y su inversién esté -
respaldada, con la oblig’ci6n del concedente de restable~-
cer el equilibrio financiero, en caso de que se modifique
la explotacién, por consiguiente, esta condicién es necesa
ria para que no se perjudique la economfa privada de los -
particulares concesionarios y para equilibrar lo que se --
otorga y lo que se pide al concesionario, es decir, 08 -~

provechos y las cargas. Dicho de otra manera, las cldusu~-~



las contractuales son regidas por el principio fundamental

del equilibrio financiero.
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4. CLASIFICACION DE LAS CONCESIONES.

Estimamos pertinente destacar en relacién al término
concesién, que algunos autores consideran que nuestra le--
gislacién administrativa lo ha empleado con cierta impreci
sién, pues a numerosos actos administrativos los estima co
mo concesiones; indicando ademdés que no deben denominarse
de esa manera, pues contienen particularidades distintas,~
ya que regularmente la ley y las resoluciones administrati
vas las estiman como contratos, licencias, permisos, auto-
rizaciones y otros actos parecidos, aludiendo asf al coi--
trato-concesién, a la concesién-permiso y a otras denomina
ciones, que no son aceptables por s?r de-diferente conteni_

do.

Nosotros creemos que la generalizacién que se hace -
del vocablo concesién, no se debe realizar sin antes detep
minar si los actos administrativos a los que se aplica esa
denominacién, poseen caracteres comunes que permitan consji

derarlos de la misma naturaleza jurfdica.

Ahora bien, tratando de ser més explicitos al respec

to, a continuacién citaremos los criterios de algunos doc-



trinarios en cuanto a las diferencias que existen entre: -
La Concesién, y El Contrato, El Permiso, La Licencia y lLa

Autorizacién.

En primer término, nos referiremos a lo que piensa -
el maestro Olivera Toro, en relacién a la diferencia que -
existe entre la concesién y el contrato, expresando: "Por
lo que respecta a la distincién entre la concesién y con--
trato, algunos autores dicen que es fécil de apreciar si -
se parte de la base de que todo concesionario es una espe-
cie de contratista, pero no todo contratista es concesiona
rio. Sin embargo, esta consideracién sostenida por una ---
gran parte de los doctrinarios de Derecho administrativo -
que aluden principalmente al contrato de concesién, para -
referirse a la concesién administrativa, ha nublado la in-

(21)

vestigacién para precisar el concepto en cuestién”.

Continuando con el punto que estamos tratando, el ci
tado autor agrega que se formulan los siguientes princi---
pios para hacer la distincién entre contrato administrati-

vo y concesién:

(21) Jorge Olivera Toro, Ob. cit. p&g. 237.
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“1) tas concesiones est&n reguladas, en su
purte general, unilateraimente por la ley; los contratos,
estdn regidos, bilateralmente (al menos en su aspecto for-

mal), por las cléusulas del pacto.

2) Las concesiones se otorgan por la Admi--
nistraecién @ un particular; en los contratos en que inter-
viene la Administracién, hay estipulaciones entre ella y -

los particulares.

3) En los contratos |lamados administrati--
vos la iniciativa parte de la Administracién y en las con-
cesiones son pedidas por los particulares; es decir, los -
contratos son propuestos u ofrecidos por la Administracién
@ los particulares, las concesiones son solicitadas por --

los particulares a la Administracién.

4) En la concesién, el particular hace su--
yos los productos o utilidades de la explotacién, tanto de
los bienes como de la prestacién de los servicios concedi-
dos. En el contrato de obra pGblica, figura que linda con
la concesién, el contratista se limita a realizar la obra,

terminada ésta, pasa a la Administracién quien la explota,



es decir, sélo se concreta a realizar los trabajos estipu-

(22)

lados en el contrato”.

En otro orden de ideas, el maestro Serra Rojas nos -
da su opinién sobre la diferencia existente entre la conce
sién y la autorizacién, el permiso y la licencia, sefialan-
do: “El concepto de autorizacién ha sido empleado en signi
ficaciones diversas. Por una parte autorizar es facultar a
una persona de derecho piéblico para cumplir un acto que ex
cede de su competencia, por una autoridad que esté legal~-
mente autorizada para ello; ademds |la autorizacién pcrmite
el ejercicio de un derecho preeéxistente por lo que, al cum
plirse con los requisitos legales se asegura el interés pd
blico y permite a la autoridad administrativa levantar el
obstéculo que facilita al particular el ejercicio de un de
‘recho; en cambio en la concesién estamés en presencia de
la creacién o constitucién de un derecho nuevo que no exis
tfa anteriormente. Sobre el concepto de licencia y permi--

’
so, hemos indicado que son actos del poder plblico que es-

tablecen una amplia libertad de obrar al particular, en --

(22) Jorge Olivera Toro, Ob. cit., pég. 237 y s.



condiciones determinadas. El permiso es un tftulo necesa--
rio que otorga la autoridad administrativa para hacer o de
cir una cosa o para no hacer, es una limitacién temporal -

més reducida que la concesién y su régimen es més flexi---
ble”. (23)

De lo antes expuesto, deducimos que entre los actos
administrativos, la doctrina acostumbre distinguir de ----
acuerdo a los efectos que se producen, 2 las autorizacio--
nes de las concesiones. Las primeras no crean un nuevo de-

recho, mientras que las segundas si lo hacen nacer.

Es por eso, que a través del acto administrativo de
autorizacibén, se actualiza un derecho existente en poten--
cia. En cambio, por conducto de la concesién, los particu-
lares, en algunos casos usan o aprovechan bienes del domi-
nio directo de la Nacién, como las aguas, las minas; y en
otros, se les faculta para la prestacién de un servicio pd
blico. De esta manera los particulares adquieren un dere--
cho sobre un bien u obtienen una chﬁlt.d que no estaba -~

dentro de su patrimonio.

(23) Andrés Serra Rojas, 0b. cit., Tomo Il, P&g. 200.
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Una vez expuestas las anteriores diferencias, desa--
rrollaremos el tema de la clasificacién de las concesio---
nes, para lo cual, seflalaremos entre otras las siguientes,
asf tenemos la del tratadista Olivera Toro, que las clasi-
fica atendiendo al objeto para el cual fueron emitidas, es
decir, en relacién con el resultado préctico propuesto por

el 6rgano que las dicta.

De acuerdo a ese criterio, el mencionado tratadista
nos comenta que desde ese punto de vista, podemos sefialar

los siguientes grupos:

”1. Concesién para la explotacién de bienes

del dominio pGblico de la Nacién.

2. Concesién para la explotacién de bienes

del dominio privado de la Federacién.

3. Concesién para establecer y explotar ser

vicios de transporte.

4. Concesibn para establecer y explotar sis

temas y servicios de comunicaciones eléctricas.

5. Concesién para el establecimiento de es-
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taciones de radio y televisién.

6. Concesién en materias relacionadas con -

servicios de seguridad social.

7. Concesién industrial y comercial.

8. Concesién de explotacién de servicios pl

(24)

blicos, distintos de los enumerados”.

Por su parte, e! ilustre profesor Serre Rojas, nos -
indica que la legislacién administrativa mexicana emplea =
la palabra concesién en numerosos casos y como ejemplos de

ellos tenemos los siguientes:
“Concesifn de servicio péblico;

Concesién minera sujeta actualmente al ré-

gimen de mexicanizacién;

Concesién petrolera, eliminada por la re--
forma constitucional. Artfculo 27 constitucional, D.0.F. -

del 20 de enero de 1960;

(24) Jorge Olivera Toro, Ob. cit., pég. 238.



Concesién de aguas;

Concesién de transporte;

Concesién para establecer estaciones de ra-

dio y televisién;

Concesién para la explotacién de bienes de
dominio piblico de la Federacién, diversos de los sefiala--

(25)

dos antes”.

En otro orden de ideas y con el objeto de precisar -
el concepto de concesién administrativa, y de fijar su na-
turaleza jurfdica, sefialaremos que la doctrina jurfdica ha
reducido su enumeracién con la finalidad de darle un mayor
contenido, clasificéndolas de la siguiente manera: la con-
cesién de servicio pGblico, la cual la sefiala como el acto
o actos que se encargan a los particulares para el ejerci-
cio de actividades pGblicas, explotando un servicio pGbli-
co; y las concesiones de explotacién de bienes de la Fede-

racién, es decir, los actos de poder pGblico que facultan

el aprovechamiento o explotacién de dichos bienes.

(25) Andrés Serra Rojas, Ob. cit., Tomo Il, p&g. 201.
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Consideramos de suma importancia, indicar aquf, que
las actividades que son competencia del Estado y las que -
carezcan de contenido ec6n6mico y constituyen la competen-
cia administrativa de los Srganos, no podrdn ser materia -
de concesién y tampoco lo serén, los actos que (nicamente
autorizan algunos trabajos previos relacionados con la ex-
plotacién de bienes nacionales y el establecimiento de ins

talaciones para usos privados relativos a lae industria.

También pensamos que es importante destacar que algy
nos tratadistas de la materia expresan, que entre las dos
clases de concesiones referidas, es decir, la de bienes na
cionales y la de servicio pGblico, se desprenden por un la
do, diferencias, y por el otro, rasgos de identidad o simi

fitud.

En cuanto a las diferencias, nos sefalen que la con-
cesién para explotar bienes de la Nacién, se caracteriza,-
porque sélo se producen relaciones entre el Estado y ei --
concesionario, y no existe la prestaéién en favor del pG--
blico. El concesionario Gnicamente puede aprovechar los --
productos de la riqueza nacional, es decir, los productos

de la explotacién para la que obtuvo la concesién, con las
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restricciones y obligaciones que le imponen las leyes rela

tivas.

En relacién a la concesién de servicios plGblicos, --
ademds de que en ésta existen relaciones entre el Estado y
el concesionario, se encuentra un tercer elemento represen
tado por los usuarios del servicio y ante los cuales el --
concesionario estd obligado a la prestacién regular, contji
nua y uniforme del servicio, siendo esta prestacién remune
ratoria, lo que bompensa la inversién de capital por parte
del coﬁcesionario. Asl el fin que persigue el concesiona--
rio, es eminentemente utilitario y e! de la Administracién,
es el de lograr el bienestar colectivo con un buen desarro

llo del servicio.

Por otro lado, en referencia a la identidad o similji
tud que presentan las dos clases de concesién que estamos
sefialando, los autores nos indican que consiste en que‘am—
bas implican la concurrencia de un interés general y de un
interés particular. Aunque como podemos observar que en --
ellas, se presentan intereses yuxtapuestos, es importante
resaltar que al concesionario sélo se le otorga el funcio-

namiento de los servicios piblicos o la explotacién de bie
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nes, manteniendo el Estado la titularidad de ambos.

Es por esa razén que la concesién se otorga, pero Jja
més se enajenan, ni el servicio plGblico, ni los bienes Jel
Estado. En los dos casos, la concesién administrativa, es
un procedimiento eficaz para otorgar a los particulares --
aquel las actividades o bienes en los que sobresale el inte
rés plGblico y que el Estado no estd en condiciones de ex--
plotar, ya sea por su incapacidad econémica, o bien, por -

asf estimarlo Gtil y conveniente.

De esa manera, apreciamos que el Estado procede en -
favor del intgrés pGblico y no en el del concesionario. ==
Por lo tanto, el Estado garantiza con su intervencién, que
la explotacién o prestacién se realicen con la eficacia re
querida de acuerdo con los intereses colectivos, constitu-

yéndose asf una responsabilidad para el propio Estado.

Finalmente creemos al respecto, que es cierto y ade-
més de suma importancia, que el‘Estado debe veier por el -
bienestar colectivo y no por el de unos cuantos, pues esto
traerfa como consecuencia que el desarrollo econémico del

pafs se viera afectado. Por eso es importante para el Esta



- 46 -

do, que la explotacién de bienes o la prestacién de servi-

cios, se realicen de una manera adecuada y satisfactoria,-

evitando asf cualquier anomalia.
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CARACTERISTICAS DE LA CONCESION

1. CARACTERISTICAS.

Daremos 5nic=o al estudio del presente tema refirién
donos a que uno de los actos jurfdicos que tienen como fi-
nalidad ampliar la esfera de accién de los particulares, -
es la concesibfn administrativa, en la cual se reglamentan
los derechos que legalmente pertenecen a la Administracién
Pablica con el objeto de dar‘atenci6n al funcionamiento de
los servicios piblicos, al dominio y administracién de sus
bienes y a los demfs aspectos que son considerados por las
leyes administrativas como concesionables. Estas faculta--
des o derechos, son concedidos por la Administracién PGbli
ca @ una persona jurfdica que bien puede ser pGblica o pri

vada, @ la que se le denomina, concesionario, mismo que ob
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tiene un derecho o poder jurfdico que antes del otorgamien
to de ia concesién no posefa, contrayendo asimismo y desde

ese momento, obligaciones especificas.

En otro orden de ideas, mencionaremos que entre o---
tras peculiaridades de la concesién, se encuentra la de po
seer determinado contenido, observéndose en slia, la parte
natural, la implicita, y la eventual. A este respecto el -

i lustre tratadista Sayagués Laso nos refiere lo siguiente:

“Para que se configure esta clase de concesién es ne
cesario que se refiera a un sérvicio pGblico y que la Admj
nistracién conceda su explotacién a un tercero. Esta es la
parte intrfnseca o natural del acto. Si la actividad no es
un servicio prlicvo si el tercero no actlGa como concesio
nario, se esté frente a un acto jurfdico de distinta natu-
raleza, aunque hnfc sido rotulado indebidamente como conce

sién de servicio péblico.

La parte implifcita es aquella que integra a la conce
sién necesariamente ain cuando no haya sido estipulada en

forma expresa, porque asf lo dispone el derecho vigente.

la parte eventual es la que varfa de una concesién a
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otra, dependiendo de lo que la Administracién resuelva en

cada caso. No obstant? esa discrecionalidad de ia persona

piblica concedente, la préctica adyinistrativa pone de ma-
nifiesto que ciertas cldusulas se repiten -con pequefias va
riantes- en la generalidad de las concesiones. Esto se ex-
plica porque dichas cldusulas responden a verdaderas nece-
sidades del servicio o @ una razonable proteccién del con-
cesionario. De ahi que corresponda hacer un estﬁdio siste-
mético de las mismas a través de la jurisprudencia y la --
doctrina, para establecer los principios jurfdicos aplica-

bles”. (26)

De lo anterior, deducimos como elementos importantes
para que la concesf6n adquiera forma como tal y no de un -
acto de naturaleza Juffdica diferente, que se enfoque ===-
hacia un servicio pablico y que su explotacién sea concedi

da por la Administracién a un tercero.

Por otro lado, los autores de la materia consideran

(26) Enrique Sayagués lLaso, Tratado de Derecho Administra-
tivo, Tomo |1, Cérdenas Editor y Distribuidor, 1972,-
pég. 33 y s.
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que el acto concesién conforma cierta estructura, la cual
es compleja. A este respecto el ilustre profesor Marfa ---
Diez nos comenta que al acto concesién debe reunir los si-

guientes elementos:

”"a) Pliego de condiciones establec‘do por la
administracién y que fija las reglas de funcionamiento del
»servicio y los aerechos y las obligaciones de las partes.-
El pliego de condiciones pre-existe, entonces, al acuerdo
de las partes se reproduce, en general, las cl§usulas pre=-
vistas en los pliegos de condiciones tipo que existen para

las distintas categorfas de condiciones.

b) La convencién o acto de concesién propia
mente dicho, que establece el acuerdo de las partes y que
representa una naturaleza mixta, en parte acto-condicién y

en parte contrato.

c) Se agregan generalmente medidas de ejecu
cién destinadas a fijar las modalidades de aplicacién de -
la concesién, por ejemplo disposiciones sobre las tarifas

que se pueden establecer en algunos supuestos dentro de -~



los Ifmites méximos previstos en el pliego de condicio----

v (37)

nes

Ahora bien, en lo concerniente a la forma del acto -
concesibn, los doctrinarios opinan que &sta, debe ser la -
escrita. Se podrfa efectuar una escritura en presencia de
un secretario autorizado, pero también puede recurrirse a
un sencillo instrumento pdblico, sin que deba ser precisa-
mente una escritura plblica, pues serd suficiente que el -

contrato se formalice ante la autoridad administrativa.

Como podemos observar, de acuerdo a las ideas ante--
riormente expuestas, el acto concesién se configura en pri
mer término, por un pliego de condiciones establecido por
la Administracién, las cuales fijan las reglas de funciona
miento de servicio, los derechos y ]as obligaciones de las
partes; posteriormente, por la convencién o acto de conce-
sién, que establece el acuerdo de las partes y por Gltimo,
por las medidas de ejecucién que fijan las modalidades de

aplicacién de la concesién.

(27) Manuel Marfa Diez, Ob. cit., Tomo 11, Pég. 274 y s.-



2. REQUISITOS

Comenteremos en principio, que doctrinalmente se con
sidera que pare el otorgamiento de les concesiones, no ---
existe, dentro del derecho edministrativo, un criterio ge-
neral cplicablc; sino que las leyes sustentivas sefelan, -
una vez establecide le facultad pare concesionar el servi-
cio pGblico, el procedimiento que debe aplicearse e cede ca
so en lo particular. No obstante se encuentren requisitos
comunes, tal es el caso de lo establecido en el artfculo -
12 de la Ley de Vfas Generales de Comunicacién y en al or-
tfculo 11 de la Ley Minera, rel;tivo- e que las concesio=-
nes s8lo pueden concederse a ciudadeanos mexicenos o & so-=-

ciededes mexicenas.

Es importente sefialar que dichas leyes, se encuen---
tran reguledes por la freccién | del artfculo 27 Constitu-
cional que a lea letr.ldico: “Sélo los mexicenos por neci--
miento o por naturalizacién y las sociedades mexicanas tie
nen derecho pare adquirir el dominio de las tierras, aguss
Yy Sus accesiones o para obtener concesiones de explotacién
de minas o aguas. El Estado podré conceder el mismo dere--

cho a los extranjeros, siempre que convengan ante la Secre
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terfe de Relaciones en considerarse como necionales respec
to de dichos bienes y en no invocer, por lo mismo, la pro-
teccibén de sus gobiernos por lo que se refiere @ aquéllos;
bajo le pena, en ceso de fealtar al convenio, de perder en:
beneficio de le Nacién, los bienes que hubieren adquirido

en virtud del mismo”.

Como podemos observar, en el artfculo 27 de nuestra
constitucién, se estipulen las bases pare el otorgamiento
de las concesiones y en su pérrafo sexto seiala: "... el -
dominio de la Nacién es inalienable e imprescriptible y la
explotacién, el uso o el aprovechamiento de los recursos -
de que se trata, por los particulares o por sociedades ---
constituidas conforme a las leyes mexicanas, no podré rea-
lizarse sino mediante concesiones, otorgadas por el Ejecu-
tivo Federal, de acuerdo con las reglas y condiciones que

establezcan las leyes...”

Por otro lado mencionaremos, que en todas las leyes
de la materie se previene que las concesiones (nicamente -
podrén traspasarse a otres personas mediante la aprobacién
de la autoridad concedente, con el conocimiento de que la

falta de dicha aprobacién y la cesién o traspaso total o -
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parcial de la concesién a un gobierno extranjero, son con-
sideradas por tales leyes como causas de nulidad o caduci-
dad del acto de traspaso. Esta situacién la encontramos --
prevista, entre otros, en el articulo 52 de la ley Minera
y en los artfculos 18 y 19 de la Ley de Vfas Generales dg

Comunicacién. Estos dos Glitimos, establecen:

. "ART. 18.- En ningln caso se podré, directa o indi--
rectamente, ceder, hipotecar, ni en manera alguna gravar o
enajenar la concesién, los derechos en ella conferidos, la
via, edificios, estaciones, servicios auxiliares, depunden
cias o accesorios, @ ningin gobierno o Estado extranjeros,

ni admitirlos como socios de la Empresa concesionaria.

Cualquier operacién que se hiciere sobre lo precep--

tuado en este artfcuio serd nula de pleno derecho”.

“ART. 19.- Las acciones, obligaciones o bonos emiti-
dos por las empresas de vias generales de comunicacién y -
medios de transporte que fueren adquiridos por un gobierno
o Estado extranjeros, desde el momento de la adquisicién -
quedardn sin efecto ni valor alguno para el tenedor de ---

ellos”.
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En referencia a lo anterior, creemos conveniente re-
saltar, que el concesionario, tiene la estricta obligacién
de ejecutar personalimente las actividades impuestas pof el
acto, como son, las de construir las obras autorizadas y -
las de encargarse de la gestién dei servicio. Debiendo en-
tenderse esa obligacién, como un efecto natural de la preg
cupacibén del legislador, en cuanto a que la Administracién
seleccione con cuidado al concesionario, quien debe reunir
los requisitos de solvencia moral y econémica, exigidos --

por la importancia y seriedad del objeto de la concesién.

Esa obligacién del concesionario, trae como conse«=-
cuencia la necesidad de que la autoridad apruebe toda ce--
sién o traspaso de la concesién y de no tomar en cuenta es
to el concesionario, el traspaso que>re¢l§ce sin esa auto-
rizacién a una persona o en favor de un gobierno o Estado

extranjero se considerard como causae de caducidad.

Ahora bien, no obstante lo sefialado en el pérrafo an
terior, existen casos en los que la misma ley ncept§ la po
sibilidad de que la concesién sea traspasada por el conce-
sionario a una sociedad organizada conforme a las leyes --

del pals, en este sentido, la Ley de Vfas Generales Qe Co-



municacién, en su artfculo 13, pérrafo segundo, estipula:

”Sin embargo, la Secretarfa de C§municaciones podré
autorizar la cesién de los derechos y obligaciones estipu-
lados en la concesibén o permiso, cuando a su juicio fuere
conveniente, siempre que hubieren estado vigentes por un -
término no menor de cinco afios y que el beneficiario haya

cumplido con todas sus obligaciones”.

Por otro lado el organo competente para otorgar la -
concesién es el Ejecutivo Federal, de acuerdo con lis‘re--
glas y condiciones que establezcan las leyes. As{ tenemos
que el artfculo 3o. de la Ley de Vfas Generales de Comuni-

cacién establece:

"las via generales de comunicacién y los medios de -
transporte que operen en ellas quedan sujetos exclusivamen
te a los poderes federales. El Ejecutivo ejercitard sus fa
cultades por conducto de la Secretarfa de Comunicaciones y
Obras PGblicas en los siguientes casos y sin perjuicio de
lo que establece la Ley de Secretarfas de Estado y Departa
mentos Auténomos, o de las facultades expresas que otros -

ordenamientos legales concedan a la Economfa Nacional:
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|l. Construccidn, mejoramiento, conservacién

y explotacién de vias generales de comunicacién;
Il. Inspeccidén y vigilancia;

I1l. Otorgamiento, interpretacién y cumpli-

miento de concesiones;

IV. Celebracién de contratos con el Gobier-

no Federal;

V. Caducidad, rescisién, y modificacién de
concesiones y contratos celebrados con el Gobierno Fede---

ral;
VI. Otorgamiento y revocacién de servicios;
Vil. Expropiacién;

Vill. Aprobacién, revisién o modificacién -
de tarifas, circulares, honorarios, tablas de distancia, -
clasificaciones y en general, todos los documentos relacio

nados con la explotacién;

IX. Registro;
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X. Venta de las vias generales de comunica-
cién y medios de transporte, asf como todas las cuestiones

que afecten a su propiedad;

Xl. La vigilancia de los derechos de la na-
cién, respecto de la situacién jurfdica de los bienes suje
tos a reversién en los términos de esta ley o de las conce

siones respectivas;

Xil. Infracciones @ esta ley o @ sus regla-

mentos, y

XIll. Toda cuestién de carécter administra-
tivo relacionada con las vias generales de comunicacién y

medios de transporte.

En los casos de las fracciones IV y V seré
indispensable l; aprobacién previa de la Secretaria de ---
Hacienda y Crédito PGblico, siempre que los actos ejecuta-
dos en uso de estas facultades impliquen ei gasto de fon--
dos pdblicos, comprometan el crédito pGblico o afeéten bie

nes federales o que estén al cuidado de! gobierno”.

Con respecto al otorgamiento de la conce--
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sién, creemos de suma importancia sefialar que algunos auto
res de la materia opinan que para evitar lesiones en los -
intereses de terceros, dicha concesién una vez otorgada, -
debe publicarse en el Diario Oficial de la Federacién, ---
pues la misma posee verdaderas disposiciones legales que -
regulan la situacién del concesionario, la de los terceros
y las bases del funcionamiento del servicio. Asf, la publi
cacién del otorgamiento de la concesiédn sirve para que los
terceros perjudicados, tengan la oportunidad de oponerse -

en caso de que vean afectados sus intereses.

Otro aspecto importante del tema que estamos tratan-
do, es que la expedicién de las leyes relativas a la explo
tacién de bienes del Estado, son de jurisdicciédn federal y
compete expedirlas al Congreso de la Unién. Esta atribu---
cién estd contemplada en el artfculo 73 de la Constitucién,

fracciones X, XVIl y XIX, que establece:
"El Congreso de la Unién tiene facultad:

X. Para legislar en toda la RepGblica sobre
hidrocarburos, minerfa, industria cinematogré&fica, comer--

cio, juegos con apuesta y sorteos, servicios de banca y --
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crédito, energfa eléctrica y nuclear, para establecer el -
Banco de Emisién Unico en los términos del artfculo 28 y -
para expedir las leyes del trabajo reglamentario del artf-

culo 123;

XVil. Para dictar leyes sobre vias genera--
les de comunicacién, y sobre postas y correos; para expe-=-
dir leyes sobre el uso y aprovechamiento de las aguas de -

jurisdiccién federal;

X1X. Para fijar las reglas @ que deba suje-
tarse la ocupacién y enajenacién de terrencs baldfos y el

precio de estos”.

En relacién al régimen legal de la concesién, mencio
rnaremos que pertenece a la rama del derecho piblico y en--
tre otras leyes_administrativas que regulan esta materia,-
el profesor Maruel del Rfo Gonzlez, cita las siguientes:
"la Ley Orgénica del Distrito Federal; Lley General de Bie-
nes Nacionales; lLey de Vias Generales de Comunicacién; Ley
Federal de Aguas Nacionales; Ley de Navegacién y Comercio
Marftimo; ley Federal de la Reforma Agraria; Lley Orgénica

de la Educacién; Ley General! de Radiodifusién y Televi----
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sién; Ley General de Instituciones de Crédito y Organiza
ciones Auxiliares; lLey Federal de Caza y la Ley Forestal
Derivados de estas leyes existen mGltiples reglamentos,

(28)

circulares y acuerdos de diversa naturaleza”.

Para concluir el présente punto debemos referirnos -
al procedimiento que se lleva a cabo pﬁra el otorgamiento
de la concesién, el cual, la doctrina estima que debe ini-
ciarse con la presentacién de una solicitud por parte del
particular que aspire a la concesién, debiéndo anexar las
pruebas de que cuenta con los mediosveconémicos suficien-~
tes, con la maquinaria necesaria pafa prestar el servicio
pGblico y coﬁ la capacidad técnica y el personal humano ca
pacitado para el efecto. Ahora bien, el Estado puede, si -
lo estima conveniente & sin tener que limitarse a las prue
bas que exhiba el solicitante, efectuar oficiosamente los
estudios que estime pertinentes para decidir si la conce--

sién que se le solicité, la concede o no.

El artfculo 15 de la Ley de Vfias Generales de Comuni

(28) Manuel del Rfo Gonz&lez, Compendio de Derecho Adminis
trativo, Cérdenas Editor y Distribuidor, México, 1981,

pdg. 270.



cacién estipula en relacién a la recepcién de la solicitud

presentada por el interesado, en su pérrafo primero, que:

"Recibida una solicitud ae concesién, la Secretarfa
de Comunicaciones seflalard al solicitante el monto de un -
depésito en efectivo que deberd constituir éste en el Ben-
co de México como garantfa de que continuardn los trémites
necesarios para obtener la concesién. Dicho depdsito seré
calculado en vista de la importancia de la vfa proyectada.
Se devolverd tan pronto como se otorgue la fianza o se ---
constituya el depésito que garantice el cumplimiento Jo ==
las obligaciones imbuestas en {a concesién, y se perderé -
si el interesado abandona la tramitacién de la misma den--

tro del término que previamente le fije la Secretarfa de -

Comunicaciones para garentizar su otorgamiento”.

Se dan casos en los cuales personas que tengan inte-
rés o anteriores concesionarios, pueden oponerse al otorga
miento. A este respecto en el pérrafo segundo del artfculo
15 de la misma Ley de Vfas Genérales de Comunicacién se se

nala:

"Constituido el depésito, se procederé a efectuar --
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los estudios técnicos que correspondan de acuerdo con las

bases generales sefialadas en el artfculo 80., y si el re--
sultado de estos fuera favorable, la solicitud, con las mgo
dificaciones que acuerde la Secretarfia, se publicars a cos
ta del interesado, por dos veces, de diez en diez dfas, en
el Diario Oficial de la Federacién y en uno de los periédi
cos de mayor circulacién, con el fin de que, durante el --
plazo de un mes contado a partir de la Gltima publicacién,
las personas que pudieren resultar afectadas presenten sus

observaciones”.

En el caso de que la autoridad administrativa consi-
dere que la oposicién procede, la concesién no se otorga,-
pero si dicha oposicién se rechaza, el procedimiento sigue
su curso; y si los demés requisitos se cumplen y si la au-
toridad lo estima pertinente, otorgaré la concesién. Asf, -
en el pérrafo tercero del artfculo 15 de la misma ley, se

establece:

“Si transcurrido el plazo a que se refiere el pérra-
fo anterior no se presentan objeciones, o si las que se --
presenten no fueren de tomarse en cuenta, se otorgard la -

concesibn con las modificaciones de carécter técnico o ju-
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rfdico que se estimen pertinentes”.

Ahora bien, haremos referencia a la Gltima etapa del
procedimiento para el otorgamiento de la concesién, en la
cual la autoridad administrativa, si considera que el soli
citante di6 cumplimiento a todos los requisitos como son:-
la capacidad general, técnica y financiera; y que otorgé -
las garantfas previstas, otorgard la concesién por asl con
venir al interés general, mediante una decisién administra
tiva expresa, @ través de un acuerdo escrito mismo que de-
ber& publicarse en el Diario Oficial de la Federacién Por
tal‘motivo, el cuarto pérrafo del artfculo 15 de la citada

Iey, estipula:

"Si se otorga la éoncesi6n, la Secretarfa de Comuni-
caciones ordenaré que a costa del interesado se publique -
aquélla en el Diario Oficial de la Federacién y en uno de
los periédiccs de mayor circulacién con la exposicién de -
los fundamentos que se hayin tenido para otorgarla y sl %
programa a que habré de sujetarse la construccién o explo-
tacién de la vfa concesionaria, de acuerdo con las bases -

que establece el artfculo 80.”.
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Consideramos que las medidas tomadas por la autori--
dad administrativa para otorgar la concesién, se basan en
leyes administrativas que la regulan, teniendo la finali--
dad de garantizar por un lado, dichas medidas, que el po--
der pGblico pueda llevar a cabo sin contratiempos, el con-
trol que le correspoﬁde sobre el objeto de la concesién; y
por el otro, asegurar que el concesionario tenga la compe-
tencia y los medios adecuados para la explotacién de la -~

concesién.
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3. EFECTOS.

Comenzaremos el estudio del presente tema, relativo
a las consecuencias que se suscitan a rafz del otorgamien-
to de la concesién administrativa, las cuales iremos anali

zando durante el desarrollo del mismo.

La doctrin._cohsidera que con la celebracién del.ac-
to de la concesién, surgen relaciones del concesionario pa
ra con el Estado y con los particulares. En este sentido,-
los actos referentes a las relaciones entre el Estado y la
forma de explotacién de una concesién por parte de los pag
ticulares, se encuentran regulados por disposiciones admi~-
nistrativas de derecho ptGblico, asegurando asf, el interés
general y el debido aprovechamiento de la riqueza pﬁblica

para fines sociales.

Por otro lado, el comercio, adquisicién y goce de --
los deﬁechos que de las relaciones se desprenden, son regu
lados por el derecho privado, por lo cual, deben precisar-
se las condiciones jurfdicas que se refieran a los dere---
chos que generan lcos contratos, cuyo objeto sea, la enaje-

nacién de los derechos mineros o la explotacién de lotes -




mineros y los contratos que celebren los particulares con

las sustancias, productos o servicios relativos, indepen--
dientemente de los actos civiles, que en su caso, deben re
girse por el Cédigo Civil o por el Cédigo de Comercio o --

por las leyes mercantiles especial izadas.

Como podemos observar es importante tomar en cuenta
que la consideracién doctrinal en cuanto a la naturaleza -
mixta del acto concesién, le atribuye‘una parte de elemen-
tos reglamentarios y otra de elementos contractuales, por
lo tanto las relaciones entre él Estado y particulares no
sélo se encuentran regédds por disposiciones de derecho pl

blico, sino también por disposiciones de derecho privado.

Asimismo los doctrinarios opinan que con el otorga--
miento de la figura jurfdica due nos ocupa, se originan de
terminados derechos y obligaciones para el concesionario,-
asl como para el concedente y el usuario del servicio, los

cuales analizarenos enseguida:

a) OBLIGACIONES DEL CONCESICNARIO. Sabemos
que el concesionario se responsabiliza desde el momento de

obtener la concesién a ejecutar el servicio pGblico, cum=-
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pliendo de esta manera con una actividad destinada a satis
facer necesidades colectivas, constituyendo dicha activi--
dad una de las misiones mds importantes del Estado. lLa ---
prestacién del servicio debe realizarse en forma regular, -
continua y personal por parte del concesionario, contratan
do para ello al personal necesario, debiendo contar tam---
bién con el material técnico suficiente y con los elemen--
tos pecuniarios indispensables para la ejecucién de las --
obras y prestacién del servicio. En relacién a este punto,

el artfculo 134 de la Ley Federal de Aguas establece:

"los concesionarios deberdn contribuir, en propor---
cién a los volGmenes que utilicen y de acuerdo con su capa
cidad econémica, a los gastos de conservacién y proteccibén
" de las corrientes, vasos acufferos y de las obras hidréuli

cas comunes”.

Asl también el concesionario estd obligado, como ya
lo comentamos en el punto dos del presente capftulo, a no
transferir, enajenar o gravar, los derechos derivados de -
la concesién; ni a ceder, traspasar o gravar, el equipo, o
los bienes destinados a la concesién, sin el consentimien-

to de la autoridad concedente. lgualmente, los concesiona-
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rios tienen la obligacién de indemnizar por los dafios y
perjuicios que el servicio pueda causar a terceros, para
lo cual, deberdén de constituir un fondo de garantfa que -
les permita responder por el pago de indemnizaciones en su

caso.

Por Gltimo sefialaremos, que los concesionarios se --
hacen acreedores a sanciones en el supuesto de que incum--
plieran con las obligaciones @ las que se comprometieron,-
sanciones que serd&n aplicadas por la Administracién en ba-
se a las disposiciones legales respectivas. Como ejemplo -
citaremos los artfculos 105 y 106 fraccién |l, de la Legig

lacién Minera que disponen:

"ART. 105.- las infracciones a esta ley su reglamen-

to se sancionardn administrativamente con multa de quinien
tos a cien mil pesos, a juicio de la Secretarfa del Patri-
monio Ngcional, tomando en cuenta la gravedad de la infrac
cién y las condiciones personales del infractor, en los --

términos que seifale el reglamento, sin perjuicio de las --

sanciones penales a que haya lugar”.

"ART. 106.- Se sancionaréd con prisién de seis meses
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a cinco afios:

11.- Al concesionario que intencionalmente dispusie-
re de sustancias que no comprenda expresamente el tftulo -

de su concesién”.

De lo anterior podemos apreciar que son muy varia-—-
bles las sanciones que pueden imponerse al concesionario,-
queivan desde la multa hasta la suspensién de los benefi--
cios econémicos que se le hubieren otorgado; y la imposi--
cién de pago de los dafios y perjuicios causados, la ejecu-

cién directa del servicio, la caducidad y otras.

b) DERECHOS DEL CONCESIONARIO. El concesio-
nario al comprometerse a la realizacién de un servicio pl-
blico, estd sometido @ un régimen jurfdico que le im#one -
obligaciones de las cuales ya hicimos referencia, pero el
objetivo especlffico que persigue es obtener génancias, las
que percibiréd si actdGa con prontitud y eficacia en la ex--
plotacién de la concesién. A este respecto el renombrado -

profesor Manuel Marfa Diez refiere:

“... la administracién se ajusta a lo pactado en la

concesién y la situacidn de hecho que existe al otorgarse
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aquella subsiste durante todo el plazo de fa misma. El re-
sultado financiero derivado de la relacién entre los gas--
tos y el producido de la explotacién, segln las previsio--
nes de las partes, constituyen lo que se ha llamado la «=-
ecuacién financiera de la concesién y es un aspecto tfpica
mente contractual de la misma. El concesionario tiene un -
indiscutible derecho al mantenimiento de esta ecuacién, cg
mo contrapartida de las obligaciones que asume, se hayan -

(29)

previsto o no en el pliego de condiciones”.

En pérrafos posteriores‘el mismo profesor agrega: -=-
“la ecuacién financiera de la concesién juege un papel muy
importante y esté constituida por dog elementos b&sicos: =
el precio que han de pagar los usuarios y los gastos de ex
plotacién del servicio. Deben considerarse también [as al-
teraciones que puedan sufrir uno y otro en el transcurso -
del tiempo y las soluciones que puedan encontrarse paha re

(30)

solver las dificultades que se promuevan”.

Otro derecho del concesionario lo constituye la tari

(29) Manuel Marfa Diez, Ob. cit., Tomo 111, p&g. 234.
(30) Ibidem, p&g. 284.
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fa, que es el precio que paga el usuario por la prestacién
del sefvicio pdblico. Una vez aprobada la tarifa por la au
toridad competente, debe publicarse en el Diario Oficial -
de la Federacién. De esta manera el concesionario no Ia‘--
puede modificar sin la previa autorizacién de la Adminis--
tracién, quien, si lo estime pertinente y de acuerdo a las
circunstancias econdmicas prevalecientes, es decir, si copn
sidera due las tarifas no son justas y ra?onables en rela-
cién a dichas circunstancias, puede provocar una modifica-
cién de las mismas procurando no afectar la ecuacién finan

ciera de la concesién.

Por otro l;do cons i deramos iﬁportante agregar que ==
las tarifas no forman parte de las cl&ﬁsulas contractuales
de la concesién, sino que estén sujetas a un régimen és--»
tricto de derecho péblico segfin lo estipulado por los artf
culos 50 y 55 de la Ley de Vfas Generales de Comunicacién.
Conforme a estos dos artfculos, la Secretarfa de Comunica-
ciones y Obras Péblicas, hoy de Comunicaciones y Transpor-
tes, asl como los horarios y reglas de aplicaciGn en la ex
plotacién de vlias generales de comunicacién; sefalando tam

bién entre otras disposiciones, los citados artfcules, que
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todas las tarifas estardn sujetas a ser revisadas, modifi-
cadas o canceladas sin importar que indiquen o no el tiem-
po de su vigencia, de acuerdo a lo ordenado por la Secreta

rfa de Comunicaciones y Transportes.

Asf podemos deducir en lo anteriormente expuesto, --
que el concedente es decir, la autoridad administrativa, -
tiene el deber de aprobar y modificar las tarifas, tenien-
do el cuidado de mentener la estabilidad de la ecuacién fi
nanciera y el concesionario debe someter a su considera---

cién un proyecto de tarifas sin que estas sean definitivas.

También los concesionarios tienen la facultad de ex-
propiar en las condiciones que establezcan las leyes gene-
rales y especiales al respecto, imponer servidumbre y res-
tricciones al dominio privado en interés pfblico y median-
te indemnizacién por parte de aquéllos, (arts. 37 y 39 de -

la Legislacién Minera).

En otro orden de ideas, la doctrina reconoce que los
bienes que el concesionario emplea en la explotacién del -
servicio, son de su propiedad, pero estén subordinados a =~

ciertas modalidades ya que no puede cederlos, ni gravarlos
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sino mediante autorizacién de la Administracién y estarén
sujetos a la reversién. En este sentido, el artfculo 89 de

la Ley de Vfas Generales de Comunicacién establiece:

“lLas vfas generales_de comunicacién que se constru--
yan en virtud de concesidn, con sﬁs sepvicios auxiliiares,-
sus dependencias y dem‘é accesorios, son propiedad del con
cesionario durante el término. sefialado en la misma conce-=-
sién. Al vencimiento de este término, las vias pasardn en
buen estado, sin costo alguno y libres de todo gravémen, =
al dominio de la nacibn, con !os derechos de via correspon
dientes, terrenos, estaciones, muelles, almacenes, talle--

res y demés bienes inmuebles.

Pasardn igualmente al dominio de le nacién, los vin-
culos, utiles, muebles, enseres y demds bienes que sean ne

cesarios para continuar la explotacién.

Si durante la décima parte del tiempo que precede a
la fecha de la reversién, el concesionario né mantiene las
vfas de comunicacién en buen estadé, el Gobierno Federal -
nombrard un interventor que vigile o se encargue de mante-

ner las vfias al corriente, pare que sea proporcionado un -
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servicio eficiente y no se menoscaben las vlias y sus cone-

X0S .

Son imprescriptibles las acciones que correspondan a

la nacién respecto de los bienes sujetos a reversién”.

Como podemos observar, en los casos de reversién, no
obstante que la propiedad sea del concesionario, el Esta--
do, al conceder la concesién, puede por ley o por contrato

regularla, limitando la disposicién de la misma.

c) OBLIGACIONES DEL CONCEDENTE. Doctrinal--
mente se estima que si el concesionario tiene la obliga---
cién de prestar el servicio concesionado, aportando para -
ello elementos técnicos y econémicos; la Administracién, -
puede contribuir faciliténdole los medios necesarios para
ese fin a través de subvenciones, exencién de impuestos, -
derecho de ocupacién de bienes nacionales para el objeto -
de la concesién, etc. Asf también el Estado, tiene el de--
ber de proteger mediante vigilancia al concesi&nario para
que pueda mantener la continuidad y la regularidad del ser
vicio piblico y proteger sus medios de éxplotaci6n, asf co

mo para evitar que terceros dificulten el desarrollo del -
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servicio.

d) DERECHOS DEL CONCEDENTE. A este respec--
to, los autores de la materia indican que la Administra---
cién dispone de un poder originario para ejercer control -
sobre el servicio ptblico que se otorgé, haciendo que se =
lleve a cabo en base a las disposiciones reglamentarias. -
La Administracién goza de ese derecho presumiblemente, por
lo que tal facultad, no necesita que se establezca en nin-
guna cl8usula de la concesi6n.’Es por esta razén que se ex
presa que mientras el concesiqnario gestiona, la Admiris--

tracién controla.

Dentro de las facultades de control de la Administra
cién PGblica se encuentran entre otras, la facultad de «=-
aprobar tarffas para que el concesionario las aplique du--
rante la prestacién del servicio, en cuanto afecte al 6r--
den del servicio pGblico, pues su derecho sobre éste es in
discutible, independientemente de lo estipulado en la con-
cesién, por tal motivo, el concesioﬁario no puede modifi=--
car las tarifas sin aprobacién de la autoridad concedente
de acuerdo con lo establecido en los artfculos 50 y 55 de

la Ley de Vias Generales de Comunicacién.
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a solicitud de los interesados o por sf misma cuando se --
trate de vias construlfdas por el Gobierno Federal o por --
cooperacién con las autoridades Iocales,.declararé y Fundg
r& administrativamente, en nombre del Ejecutivo, la expro-
piacién de los terrenos, construcciones, aguas y materia--
les de propiedad particular que se requieran para la cons-
truccién, establecimiento, repiraci6n o mejoramiento de di
chas vfas, sus servicios auxiliares y demés dependencias o

accesorios”.

El fundamento constitucional de la expropiacién 'o -
encontramos en el artfculo 27, pérrefe segundo; fraccibén -

Vi, pérrafos Il y VIl.

e) OBLIGACIONES DEL USUARIO. La doctrina es
tima que es necesario hacer notar que de la relacién jurf-
dica que emana de la prestacién administrativa; surgen de-
rechos a favor de la Administracién y obligaciones para --
los usuarios del sebvicio, De ahl que entre las obliéacio-
nes para los usuarios encontramos q;e en dicha relacién, -
estard la de realizar el pago de la tasa establecida, pues
el servicio se proporciona de manera onerosa. En relacién

a la tasa, el destacado tratadista Manuel Marfa Diez, ex--



También la reversién es un derecho del coﬁcédente, -
el cual como ya lo comentsmos en pdginas anteriores, con--
siste en que una vez transcurrido el plazo de la concesién,
todos los bienes dedicados al servicio péblico, o a la ex-
plotacién de bienes del Estado, pasar&n sin costo alguno,-
en buen estado y libres de todo gravémen al dominio de la
nacién (artfculo 89 de la Ley de Vfias Generales de Comuni~

cacidn).

El Estado tomando en cuenta las necesidades socia---
les, tiene la facultad de expropiar, impulsado por una re-
conocida causa de utilidad pGblica, ante la negativa del -
prOpiefario para llegar a un arreglo convencional. De ahf
que para que el Estado pueda atender el funcionamiento de
los servicios pGblicos y alcanzar todos sus fines encamina
dos alograr el bienestar de la colectividad, tiene que pri
var unilateralmente a los particulares de sus propiedades
o posesiones. En este sentgdo, el artfculo 21 de la Ley de
Vfas Generales de Comunicacién en su pérrafo primero sefia-

la:

"lLas vias generales de comunicacién son de utilidad

pGblica. En consecuencia, La Secretarfae de Comunicaciones,
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presa:

“lLa tasa es la prestacién pecuniaria debida a un en-
te pidblico en base a una norma legal y en la medida fijada
por la misma para la realizacién de una actividad del ente
que interesa de modo particular al(obligado. De allf que -
la nocién de tasa se contraponga‘a la de impuesto y a la -
nocién de precio de un bien o de un servicio. La distin=--
cién con el impuesto es clara, ya que. éste es la presta---
cién pecuniaria que un ente plblico tiene derecho a reque-
rir a los habitantes, en virtud de su poder pGblico y en -
la forma y medidas establecidas por la ley. EI objeto es -
la obtencién de ingresos para la realizacién de sus. activi
dades. lLa nocién de precio se rélaciona esencialmente cén
una situacién de cambio de bienes o de servicios contra di
nero. Se vincula entonces, con relaciones privadas. El pre
cio es necesariamente el equivalente del bien o del servi-
cio prestados, vale decir, su equivalente econémico desde
el punto de vista subjetivo. Lo ser§ desde ellﬁunto de vis
ta econdmico como desde el punto de vista jurfdicq, en el
sentido que el fundamento jurldico de la obligacién relatj
va al pago del precio, encuentra en el bien o en el servi-

cio prestado su fundamento.
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Por lo contrario, la tasa no representa el equivalen
te de la prestacién ofrecida por la Aaministraci6n sino, y
desde el puﬁto de vista econémico y financiero, la cuota =-
parte de los gastos inhereﬁtes a un servicio pGblico de na
turaleza divisible. que el ordenamiento jurfdico considera

(31)

debe estar a cargo del particular”.

De lo anterior podemos deducir que la tasa represen-
ta la cuota de los gastos inherentes a un servicio pGblico
de naturaleza divisible, que debe estar a cargo del parti-
cular de acuerdo al ordenamiento jurfdico; vincul&ndcse ==
asf la nocién de tasa, con relaciones de naturaleza pGbli-
ca. En cambio, la nocién de precio se relaciona con una sj
tuacién de cambio de bienes o de servicios contra dinero y

se vincula con relaciones de naturaleza privada.

Finalmente cabe sefialar, que el pago de la tasa cons
tituye una verdadera obligacién del usuario, por lo que la
Administracién tiene el derecho de suspender o interrumpir

definitivamente la prestacién del servicio si es que exis-

(31) Manuel Marfa Diez, Ob. cit., Tomo Iil, pég. 240 y s.
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te mora por parte del usuario en el pago de la tasa esta--
blecida. Asl también tenemos que ademés del pago de la te-
sa, el usuario puede tener la obligacién de continuar en -
el goce de la prestacién, dicha obligacién deriva frecuen-
temente de la ley, como se da en el caso de la educacién -
primaria, la cual es obligatoria. En estos supuestos no es
suficiente que el usuario tenga la oportunidad de disfru--
tar la prestacién del servicio, sino que debe de seguirlo

utilizando durante el término fijado por la ley, pues de -
esa manera se satisface el interés pGblico. Lo mismo suce-
de con los servicios sanitarios de agua corriente y cloa--
cas si las cafierfas pasaran frente al bien del usuario. En
casos especiales, la Administracién tiene un derecho de re
tencibn, lo cual acontece cuando se despacha una carta a -
la que no se le puso estampillas, pues si el destinatario

no las paga, la Administraci6n puede negarse a entregar la

carta.

f) DERECHOS DEL USUARIO. Los doctrinarios -
expresan que como consecuencia de la admisién al servicio
el usuario posce un derecho subjetivo a la prestacién del

mismo y agregan, que el que envfa un telegrama aceptado -~
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por la oficina correspondiente, tiene derecho a que se le

atienda. Este es el contenido mfnimo de la relacién de =--
prestaci6n; contenido que se encuentra en toda relacién de
prestacién, pero al lado de este contenido existe por lo -
regular uno accesorio mds o menos complejo que puede dar -
lﬁger a un verdadero estado de sujecién personal del usua-
rio frente a la Administracién. Dicho estado de sujecién -
es fuente de un verdadero derecho disciplinario en rela---
cién al usuario del servicio, por ejemplo en el caso de =~
las potestades disciplinarias ejercidas en una universi-—-

dad.

En cuanto al derecho subjetivo a la prestacién del -
servicio, el profesor Manuel Marfa Diez, también nos da su
opinién comentando que: .. .. surge del acto de admisién al
gose del mismo y puede ser considerado bajo dos aspectos -
distintos. En primer lugar, en cuanto a la estabilidad y -
solidez del derecho mismo, con el objeto de establecér si
tiene la naturaleza y el cardcter de un verdadero derecho
perfecto. En segundo lugar, en cuanto a la extensién del =
derecho en cuestién. La estabilidad del derecho esté en re

lacién directa con la subsistencia de una garantfa esen---
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cial que establece la iegislaci6n en relacién con la reali
zacién de la prestacién. Garantfa esencial que se encuen--
tra en relacién inversa con la subsistencia de una-esfera

de discresiénalidad de la administracién, relativa a la fa
cultad de realizar o no la prestacién. De ahf que se pueda
decir que la naturaleza del derecho perfecto de! [lamado -
derecho a la prestacién, estaré en relacién inversa con la
subsistencia de la esfera de discrecionalidad en la admi--

(32)

nistracién a que nos hemos referido”.

Asf tenemos que el derecho perfecto de los usuarios
Gnicamente existe en el momento en el cual, una vez admiti
do el recurrente, por lo regular a la Administracién no le
que&a ninguna facultad para valuar ¢l interés pGblico con
el objeto de juzgar si es conveniente o no efectuar la ---
prestacién del servicio. Al contrario, si la Adninistra~--
cién tiene normalmente, una vez admitido el Eecurrente, la
facultad de apreciar el interés pGblico, el dergcho del ==
usuario se convierte en un interés legftimo. En este senti

do el mismo profesor Manuel Marfa Diez, se refiere al co--

(32) Manue! Marfa Diez, Ob. cit., Tomo I, pég. 235.
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mentario de Alessi quien cita el supuesto de que ”... un -
estudiante sea matriculado regularmente en una universi---
dad, en cuyo caso la administracién no tiene mds facultad

discrecional para valuar la oportunidad en relacién con el
interés piGblico de efeétuar o no la prestacién de que se -
trate, que en términos generales serd la de la ensefanza -
universitaria con todas las prestaciones accesorias de bi-
blioteca, gabinete, instituto, etc. En este supuesto el -~
usuario tendrd un verdadero derecho a seguir la ensefianza

universitaria derivada de su admisién en la universidad. -
Lo ﬁismo ocurre en el caso del usuario de gas, agua co-==--
rriente o energfa eléctrica. Tendré un verdadero derecho -

(33)

subjetivo a la prestacién”.

Daremos término ai presente inciso, comentando que -
la discrecionalidad que posee la Administracién para adai-
tir al que requiere el servicio, debe referirse a cuestio-
nes administrativas, pues si se refiriera a cuestiones téc
nicas, no influirfa en el cardcter del derecho del usua---

rio, el cual siempre serfa un derecho perfecto. Esa activi

(33) Manuel Marfa Diez, Ob. cit., Tomo I11, pdg. 235.
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dad discrecional debe ejercerse en momentos normales y nun
ca en ocaciones anormales. Asf{ tenemos por ejemplo que el

transporte ferroviario de una persona, es siempre un dere-
cho subjetivo, al6in cuando en alguna oportunidad anormal el
servicio se suspenda, por inundacién, derrumbamiento de --
terraplenes u otras causas. la anterior circunstancia anor
mal no influye para que el derecho del usuario sea perfec-

to, es decir, no afecta ese derecho.



CAPITULO Il
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MEDIOS NORMALES DE EXTINCION

1. CUMPLIMIENTO DEL PLAZO.

La mayorfa de los doctrinarios coinciden al seialar
que las concesiones deben otorgarse a plazo determinado, -
procurando que el lapso sea mds o menos largo para que du-
rante su vigencia, el concesionario pueda ademés de obte--
ner una utilidad razonable sobre sus inversiones, recupe--
rar también el importe de é&stas por.medio de las cuotas --
que los usuarios paguen por el servicio. Existen excepcio-
nalmente, concesiones que no tienen plazo, como las de edu
cacién. Sin embargo, eso no desvirtGa las caracterfsticas
de la concesién, pues por la natufaleza de las actividades
o la finalidad de las mismas, se estima que el plazo puede

ser indefinido, pero no perpetuo, ya que la concesién pue-
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. de ser revocada cuando sea por causas de interés pﬁblicb,
o cuando se den los supuestos legales para que proceda la

revocacién, la que estudiaremos posteriormente.

~ De acuerdo al tipo de concesién, la ley sdministrati
- va fija en cada caso, el tiempo que debe durar ia misma. -
Puede darse también dentro del mismo acto jurfdico, por el
cual se concede la concesién, no estableciéndose asf un --
pacto contractual; pero no existe la posibilidad de que la
concesién termine antes del plazo autorizaedo por diversas

causas, como son el rescate, ic‘caaucidad y otras formag -
de terminacién prematura que £ambién estudiaremos en su --
oportunidad, cuando hagamos referencia - |03 medios anorma

fes de extincién, de la concesién.

Por otro lado, cabe comentar en cuanto al tiempo de
duracién o vigencia de la concesién, que actualmente exis-
te una marcada tendencia en la legislacién positiva, pare
que los términos no resulten demasiado amplios, tomando en
cuenta que el interés social es.camBiante. Por lo tanto --
consideramos que no serd otorgid. ninguna concesién por --
més de 50 aflos, ya que como es de naturaleza personalfsi--

ma, es natural que las personas fisicas no pueden tener un
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lapso mayor de vida activa.

la Ley Federal de Aguas en su artfculo 135, indica:
“El término de la concesibén se determinard con base en los
estudios econémicos que al efecto realice la Secretarfa, y

no serd mayor de cincuenta afos”.

La Ley de Vfas Generales de Comunicacién en su artfi-
culo 154, determina: ”"Las concesiones se otorgardn por un
térming de diez afios que podré prorrogarse si los concesigo
narios hubiefen cumplido con las disposiciones de esta ley
y su reglamento y con las obligaciones que especfficamente

se determinen en el tftulo de la concesién.

La Legislacién Minera a partir del pé&rrafo quinto en
adelante de su articulo 34, estipula: ”“Las concesiones mi-
neras de explotacién otorgadas conforme a esta Ley tendrén
una duracién de 25 ailos que se contarén a partir de la fe-

cha de expedicién del tftulo correspondiente.

Dentro del término de este plazo el concesionario --
tendrd derecho a obtener una nueva concesién de explora---
cién sobre el mismo terreno en los términos del artfculo 9

de esta ley, siempre y cuando, al momento de la solicitud
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redna cualquiera de los siguientes requisitos:

a@).- Ser empresa de participacién estatal -

minoritaria.

b) .- Que el porcenteje de capital social re
presentado por las acciones serie A de la sociedad conce--
sionaria sea como mfinimo el 60% 8 el 75% segin se refiera

a lo dispuesto por los artfculos 12 6 13 respectivamente.

c).- Que explote directamente la concesién

en el caso de ser persona fisica de nacionalidad mgxiéanéb

Si durante los Gltimos diez afios de la vigencia de -
la concesién los trabajos de exploracién y desarrollo lle-
vados a cabo por el concesionoréo dieran a conocer condi--
ciones en los yacimientos que requieran de trabajos e in--
versiones @ un plazo mayor que el que se requiere de vigen
cia en la concesién, los concesionarios podrén solicitar -
desde ese momento el otorgamiento de una nueva concesién -
de explotacién en los términos del artfculo 9 y de los pé-~

rrafos anteriores.

La nueva concesifn iniciar§ su vigencia al término -
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de la anterior.

En tanto se resuelven las solicitudes de nuevas con-
cesiones, o se efectGa el cambio de régimen, continuardn -
en vigor las que sean objeto de las solicitudes aunque ---

hubieren |legado a su término".

Es a partir de la fecha de expedicién de la conce---
sién, que el plazo de la misma empieza a contar. En el ca-
so de que no se hubiere establecido, el tiempo contard a -
partir del momento en que cumple con todos los requisitos
formales exigidos por la concesién, si en ellos se convino

la iniciacién del servicio.

Finalmente, la terminacién del plazo, conforma la ma
nera normal de extincién de las concesiones del servicio -
pGblico, concluyendo para el concesionario la oportunidad
de seguir explotando el servicio, a menos que obtuviera --
prérroga de acuerdo a las disposiciones de las leyes de la
materia. Como consecuencia del cumplimiento del plazo, tam
bién, todas las instalaciones, y bienes pasarén a ser pro-
piedad del Estado, sin que haya al efecto, contrapresta---
cién alguna, cumpliéndose asf el |lamado derecho de rever-

sién.
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2.- FALTA DE MATERIA.

El presente tema lo iniciaremos haciendo referencia
a que los autores de la materia, no han sido muy extensos
al tratarlo dentro de la concesién administrativa y al res
pecto nos sefalan, que la f;lta de objeto o materia en la
concesién, trae como consecuencia la extincién de la misma

antes de concluir el término gstipulado en ella.

En vista de lo anterior, la doctrina ha sido muy bre
ve al tratar esa forme de ex#inci6n de la concesién, moti-
vo por el cual remitiremos al estudio que hace sobre los -
actos administrativos, ya que la concesibn es uno de eilos,
refiriéndonos expresamente al objeto. Este, es uno de los
elementos esenciales de los cuales depende la validez de -
los actos jurfdicos. Se considera que el vocablo‘objeto, -
tiene como sindnimos a los términos materia y contenido. ~
Asf tenemos, que el contenido u objeto de un acto adminis-
trativo, puede ser positivo o negativo, respecto a que me-
diante el acto se puede aceptar o rechazar una solicitud,-
o se puede disponer que se efectle algln hecho o acto, o -

que se niegue su realizacién.
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Para la mejor coﬁprensién del objeto o contenido del
acto administrat}vo, el maestro José Canasi cita los si---
guientes ejemplos: "... uno consiste-en que el acto admi--
nistrativo que declara la caducidad de una concesién de --
servicio pGblico, el objeto en la ruptura del vinculo jurf
dico que unfa al concedente y'al concesionario. Otro con--
siste en que en el caso de una resolucién que establece --
apuntalar un edificio que a@enece destruirse, el objeto lo
constituye la obligacién de hacer que se le impone al due-
fio o propietario del inmueble. Un tercer ejemplo serfa que
cuando existe un acto administrativo que establece cesar a
un empleado por mala conducta, el objeto consisfe en que -
el empleado deje de pertenecer al &rea de la Administra---

. cién PGblica”. (34)

Asimismo los doctrinarios nos mencionan que es impo-
sible y por lo tanto inadmisible, confundir al objeto o --
contenido del acto con la finalidad del mismo, pues la fi-
nalidad del acto administrativo comprende el interés pdGblj

co, por lo que este Gltimo es diferente de acuerdo ai caso

(34) José& Canasf, Ob. Cit., Tomo Il, pég. 153.
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particular de que se trate, pues dicho intgrés pGblico es
correlativo al objeto o contenido del acto administrativo
en cuestién. Aslf, a través del objeto o contenido del ac--
to, ‘'se indica lo que desea obtenerse de é&ste; en cambio, -
la finalidad sefiala por qué se desea obtener determinado -

objeto.

Con respecto a la concesién administrativa, el obje-
to consiste en la explotacién de un servicio pdblico & cap
go de una persona denominada goncesionario. En consecuen--
cia, es necesario determinar_con precisién cud! es ei zepr-
vicio pGblico que se concede; y la finaliaad serd, satisfa
cer una necesidad colectiva, que es lo que se desea obte--

ner de dicho acto.

Como ya comentamos anteriormente, al objeto o conte-
nido del acto administrativo se le considera como un ele--
mento esencial del mismo; ;demés dicho objeto va unido al
sujeto y a la causa, también como elementos esenciales; y

como elementos accidentales del actﬁ, tenemos al término,

la condicién y el modo.

Por otro lado, los doctrinarios opinan que en vista
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de que el Estado es una persona jurfdica, necesariamente -
requiere del individuo, es decir, persona ffsiga, para ex-
teriorizar sus actos, el cual estd representado por el fun
cionario pGblico. Asf, el objeto del acto administrativo -
puede ser tan variado como la accién de.servicio de la Ad-
ministracién y se une a la actividad a través de la cual -
se cumple el fin genésico del acfo, que es: crear, recono-
cer, preconstituir, fomentar, modificar o extinguir situa~-
ciones jurfdicas subjetivas_para la satisfaccién de un in-
terés administrativo, en lo que respecta al fin especffico

de cada acto.

Si se toma en cuenta que definitfvameﬁte el funciona
rio pGblico es quien esterioriza la actividad legftima del
érgano-institucién que se encuentra establecido en el .cam-
po constitucional y legal, es de entenderse que sin salir
del campo exclusivo del interés pdblico que tiene como ob-
Jeto y finalidad, ese funcionario debe actuar dentro de la
medida de dicho interés pGblico, para evitar asl caer en -
@apreciaciones de interés subjetivo o personales,vcomo suce
de cuando actGa el individuo dentro de la esfera del dere-

cho privado, en la que los intereses son tambié&n privados.
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Vista la anterior diferenciacién, se establgce que el fun-
cionario pGblico no debe salirse de la medida de ese inte-
rés pGblice o coléctivo, demarcado por la Constitucién. ==
Cuando un acto no vaya de acuerdo_a e#l medida de interés

pGblico, procederd su anulacién.

Asl tenemos que la posicién del elemento humano que
traduce la actividad administrativa, es lo que permite sos
tener que el objeto del acto administrativo puede ser tan
variado como la accién de seryicio de la Administracién, y
que puede ser diferente de un funcionario a otro, as{ se -
trate de actos reglados como de actos discrecionales. El -
criterio de apreciacién de los hechos y de los actos Jurf-
'dicos por parte del hombre-funcienario, puede ser tan va--
riado en relacién al 6bjeto del acto administrativo, que -
es el juez quien definitivamente tiene la Gltima palabra -

‘para apreciar la validez del acto en base al objeto.

Creemos que es importante mencionar que no obstante
que se cumpla, afn en forma rigurosi, con la forma, la com
petencia y demés requisitos extrfnsecos e intrinsecos del
acto administrativo, si se viola la finalidad requerida --

por el legislador, el acto serd nuloc.
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Hecho el anterior andlisis, nos remitiremos al comen
tario que él destacado tratadista Acoste Rémero expresa --
con respecto al tema que estamos tratando, en funcién a la
concesién administrativa y al respecto indica que: “Si se
hace imposible la prestacién del servicio pGblico, o se --
agotan los minerales en la concesién minera, la consecuen-
cia ser§ que la concesién se extinga por falta de objeto o

(35)

materia”.

Para concluir el presente punto, mencionaremos basa-
dos en la opinién doctrinal, que si se hace imposible la -
prestacién del servicio, podrfa ser porque‘los costos de -
mantenimiento sean tan altos, que alejen la posibilidad de
que el concesionario pueda seguir explotando el servicio,-
o bien, porque el propio Estado le exija prestaciones o sji
tuaciones que no pueda |fcitamente solventar, @ menos de -
que el mismo Estado encuentre la forma de proteger dichas
situaciones. De no ser asf, la explotacién de la concesién
se puede agravar y consecuentemente extinguirse el servi--

cio.

(35) Miguel Acosta Romero, Ob. Cit., pég. 425.
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3. IMPOSIBILIDAD DE REALIZAR EL OBJETO.

Este tema, tiene cierta relaqién con el anterior y -
como en el mismo, los doctrinarios han expresado opiniones
muy breves, por lo que también nos remitiremos al estgdio
de los actos administrativos en general, de los cuales la

concesién forma parte, en cuanto al objeto de dichos actos.

Asf, la doctrina nos seflala, que por lo regular los
resultados o efectos de los actos administrativos, como la
concesibn, se llevan @ cabo en el tiempo y la forma previs
ta, consideréndose cuando esto sucede, que el acto se ago-
t6 o se consumé. De lo anterior se deduce que el ciclo nopr
mal de la declaracién de voluntad administrativa, ha con--

clufdo.

Ahora bien, no siempre se desenvuelven de esa manera
las situaciones, pues también los actos pueden desapare—--
cer, total o parcialmente, por otras declaraciones de vo--
luntad administrativa, las cuales, pueden extinguirlos pa-
ra el futuro o retroactivamente, segln los casos. También

los actos se pueden extinguir, por la vfa jurisdiccional.

Asimismo, la doctrina considera, que el objeto o con
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tenido del acto, debe aéegarse totalmente a las normas del
derecho objetivo, a saber: Constitucién, leyes y reglamen-
tos; y a los principios generales del derecho. Toda la ac-
tividad administrativa se dessnvuelve dentro de! principio
de legalidad en el més amplio sentido de la expresién, por
tal motivo, deben ajustarse a ese principio, todos los ac-

tos administrativos.

Se estima también que el objeto del acto administra-
tivo, es un elemento con individullidad propia, afirméndo-
se que debe ser cierto, deterginado y Ifcito. lLa licitud‘-
supone que el objeto no estd prohibido por la ley, por el
contrario, esté e#presamente autorizado por ella, a no ser
de que la propia ley confiera a la autoridad administrati-
va, la facultad discrecional para elegir y determinar el -

objeto del acto.

Nosotros pensamos que si se contravienen los requisi
tos anteriormente sefialados, en relacién al objgto del ac-
to administrativo, se hace imposible la realizacién de &s-
te, pues el objeto del acto administrativo no debe contra-
riar ni perturbar el 8rden pdblico; tisne que ajustarse a

la ley y no ser incongruente con la funcién administratie-
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va, es decir, sus caracterfsticas son las de satisfacer ne
cesidades colectivas, apegéndose a ia ley y en concordan==-
.cia con las dfsposiciones administrativas que también de--
ben-apegarﬁe e la léy y perseguir esa satisfaccién del in-

terés colectivo.

Concluiremos el presente andlisis resumiendo que el
objeto de todo acto administrativo debe ser Ifcito. En el
caso de la existencia de la competencia reglada, el objeto
esté determinado por la norma; en el caso de competencia -
discrecional, el objeto debe situarse en los [[Imites de la
libr?_aprecilci6n que la norma jurfdica concede a la Admi-
nistracién. Ademés el objeto debe ser cierto y determina--

do.



CAP

I'TuLo 1y

MEDIOS ANORMALES DE EXTINCION

RESCISION.
REVOCACION.
CADUCIDAD.
RENUNCIA.
QUIEBRA.

RESCATE.



- 103 -

MEDIOS ANORMALES DE EXTINCION

1. RESCISION.

En el capftulo anterior, hicimos alusién a los me ===
dios normales por los que la concesién se extingue. En es-
te, estudiaremos las formas anormales por virtud de que la
concesién puede desaparecer. Asi tenemos que los doctrina-
rios afirman que las concesiones pueden finalizar de dis--
tintos modos en base a la causa que motive su extincién, =-
los cuales pueden ser: la rescisién, la revocacién, il ca-
ducidad, la renuncia, la quiebra y el rescate, mismos que
pretenderemos analizar durante el desarrollo del presente

apartado.

Ahora bien, por lo que se refiere al primero de los

encionados consideramos conveniente expresar que para al-
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gunos autores,vla rescisién puede operar cuando la Adminis
tracién PaGblica y el.concesionario se ponen de acuerdo pa-
ra ello. Claro esti; ﬁue para que ée de esta rescisién por
mutuo acuerdo, se necesita que intervengan los 6rganos ad-
ministrativos concedentes, o aquellos que para el efecto =

se les faculte.

Por otro lado cabe sefialar que se puede dar el-caso
de rescisién también, cuando el cumplimiento de la conce-=-
sién se obtaculiza por causas de fuerza mayor que impidan
su ejecucién, sin responsabilidad de ninguna de las par---
tes. Es importante establecer que el régimen jurfdico que
se aplica en los casos de fuerza mayor en las concesiones
de servicio pGblico, debe adaptarse a las caracteristicas
de éstas, considerdndose desde luego, el largo plazo que -
por lo general se establece y que su objeto es el de satis
facer una necesidad colectiva. Es por esta razén que la --
rescisién por causas de fuerza mayor se acepta Gnicamente,
cuando el servicio ya no se puede financiar econdémicamen=-

te.

En otro orden de ideas, creemos pertinente sefalar -

que otros tratadistas del derecho administrativo, como el
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reconocido profesor Acosta Romero, consideran a la resci--
sién como "... la facultad de una de las partes en un con-
trato o convenio para darlo por terminado si la otra parte
incurre en el incumplimiento de sus obligaciones”., (36) A

este respecto el artfculo 37 de la Ley de VYfas Generales -

de Comunicacién, seflala:

“La falta de cumplimiento de la concesién o del con-
trato en los casos no seflalados como causas de caducidad -
en el artfculo 29, o en los mismos contratos, que no ten--
gan sancién en la ley, daré lugar a la rescisién judicial
de la concesién o del contrato; pero mientras dure el jui-
cio, el concesionario o contratista continuaré en posesidn
de todos los derechos que le otorguen la concesién o el =-
contrato, sin perjuicio de las providencias precautorias -
que deba tomar la Secretarfa cuando procedan de acuerdo -~

con las leyes”.

Se puede dar el caso en el que la Administracién con
cedente no cumpla las obligaciones a su cargo estipuladas

en la concesién, por lo que seglin la dectrina, el concesio

(36) Miguel Acosta Romero, Ob. Cit. P&g. 425.
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nario podrd iniciar una accién de reparacién patrimonial -
por los dafios que se le ocasionaren. Pero si esto no fuera
suficiente, el concesionario podré solicitar judicialmente
la rescisién del vfinculo contractu&l, en base a los princi

pios generales.

Estimamos de sumo interés hacer incapié en que para
la doctrina del derecho administrative, la rescisién Gnica
mente puede darse unilateralmente, o sea, realizada por el
Estado, cuando asi lo han acordado las partes, pero en su
defecto ésta s6lo puede hacerse por mandato de autoridad -

judicial federal.

En base a lo anterior finalizaremos el punto que nos
ocupa, llegando @ la conclusién de que la rescisién se pue
de originar de tres maneras: por acuerdo de las partes, es
decir de la Administracién PGblica y del concesionario; =-
por causas de fuerza mayor que hagan imposible su ejecu-—-
cién, o sea, cuando no existe la posibilidad de que el ser
vicio pueda financiarse econémicamente y sin perjuicio o -
responsabilidad para ninguna de las partes; y cuando el --
concesionario o la autoridad concedente no cumplan con las

obligaciones estipuladas en la concesién.
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2. REVOCACION.

Si consideramos de acuerdo a la doctrina, que la con
cesién es un acto administrativo, debemos tomar en cuenta
también, que en todos los actos de esta clase, la revoca--
cién, que asimismo es un acto administrativo aparece como
una manifestacién de voluntad de la Administracién PGbli--
~ca, la cual es, unilateral, cénstitutiva y extintiva de la
vida jurfdica, de manera total o parcial, de los actos ad-
ministrativos constituidos legalmente, fundada en motivos

de mera oportunidad, técnicos o de interés péGblico.

Asf tenemos que el acto revocaforio; retira de la vi
da jurfdica un acto administrativo vélido, creando una meo-
dificacién al dejarlo sin efecto, en base a una causa de -

interés general.

Doctrinaimente, en México se considera que la revoca
cién de las concesiones se muestra como una sancién al in-
cumplimiento del contenido del acto administrativo, dicho
de otra manera, la revocacién es originada por la falta de
cumplimiento del concesionario a las obligaciones impues--

tas por el régimen jurfdico de la misma. Por lo tanto, se
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toman en cuenta como causas de revocaci6n en las concesio-
nes de aprovechamiento de aguas nacionales, mineras, de --
transportes, de educacién y otras, el'incumplimiento del -
concesionario a sus deberes éstipulados en el régimen jurf

dico de dichas concesiones.

En relacién al pérrafo anterior, citaremos las cau~--
sas de revocacién que establece la Ley Federal de Aguas en

su artfculo 138:
“Son causas de revocacién de las concesiones:

|. Destinar el agua a explotacién, uso o --

aprovechamiento distinto de los de la concesién;

I1. Usar el agua en terrenos distintos o su
perficies mayores de las sefialadas en la concesién, cuando

se trate de riego, a menos que se cuente con autorizacién;

Ill. Disponer del agua en vollGmenes mayores
que los concedidos cuando por la misma causa; el concesio-

nario haya sido sancionado con anterioridad;

IV. Gravar o transferir total o parcia!men-

te la concesién, sin autorizacién de la Secretarfa; y
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V. Dejar de cumplir con las condiciones, -

que en cada tftulo de concesién se establezcan®”.

En el mismo sentido el artfculo 139 de la mencionada

Ley, estipula:

“La transferencia o gravamen de las concesiones a fa
vor de gobiernos extranjeros a la participacién de éstos -

en las mismas, serén causas de revocacién”.

Eﬁ otro orden de ideas el ilustre Tratadista Serra -
Rojas seflala que el acto de revocacién conforma los si ===

guientes elementos:

“a) Una manifestacién de voluntad o deci---

sién de la autoridad administrativa, expresada legalmente.

b) Unilateral; la Administracién tiene dere
cho a cambiar de opinién para reparar errores o mantener =

el interés general; sin implicar discrecional idad.

c) Extintiva de un acto administrativo ante
rior; vélido y eficaz. Estoc se denomina el retiro del acto

Jjurfdico.
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d) Inspirada en motivos de mera oportunidad

o por motivos supervenientes de interés general.

e) O sustituyéndolo por otro cuya amplitud
es diferente en los casoé de revocacién expresa o téci----

can. (37)

En referencia a lo anterior y apoydndonos en los es-
tudios que sobre la revocacién administrativa se han efec-
tuado, podemos clasificar a los actos administrativos men-

cionados de la siguiente manera.

Uno, es un acto administrativo original, o sea, es -
el acto vilido y eficaz que surte sus efectos hasta el mo-

mento de la revocacién.

El otro, es un nuevo acto administrativo de revoca--
cién que debe estar autorizado por la ley y basado en razo
nes de interés phGblico, contrario al acto que se retira. -
Es un acto constitutivo que modifica el orden jurfdico y -
produce sus efectos para el futuro y tiende desde su apari
cibén a eliminar los efectos del acto original.

(37) Andrés Serra Rojas, Ob. Cit. Tomo |, P&g. 337.
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Estimamos importante comentar antes de céntinuar con
el presente anélisis, que la institucién de la revocacién
tiene su origen en el derecho privado, en el que se presen
ta en materia de testamentos, legados, donaciones.y otras
instituciones, protegiéndose asfi el interés dzl particu---
lar. En cambio, para el derecho administrativo !a revoca--
cién tiene otro significado mas trascendental, pues procu-
ra el bienestar general y no sélo el particular como acon-

tece en el derecho privado.

Ahora bien, la revocacién se funda en sucesos urgi=-=-
dos por el inter&s general, que hacen que la Administra---
cién Péblica decida revocar un acto administrativo. Asf, -
vemos que la accién de los 8rganos administrativos se fun-
da en la idea de servicio plGblico, la de satisfaccién de -
intereses generales o de utilidad pGblica. El correcto y -
beneficioso cumplimiento de.la§ necesidades pGblicas, pro-
voca que el Estado sea un servidor constante del pGblico.-
Si en un momento determinado el interés general dié lugar
a la creacién de un acto administrativo, puede suceder que
nuevas circunstancias sean contrarias a ese acto y logren

que la administracién, retire unilateralmente aquel acto -
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vélido y eficaz, por motivos de necesidades colectivas.

Para concluir con el tema que nos ocupa, mencionare-
mos que el poder plblico, posee una imbortante facultad pa
ra considerar si el interés general actual, puede dar paso
al retiro de un acto administrativo. La Administracién PG~
blica, al igual que los seres humanos, puede modificar sus
determinaciones pues como no es infalible, repara sus errg
res; o toma en cuenta nuevas situaciones, elementos nue---
vos, o el cambio de una polftica gubernamental que la motj
van de acuerdo con la forma de vida actual de una socie---

dad, o del propioc Estado.



3. CADUCIDAD.

Otra de las formas de extincién de las concesiones -
antes del término previsto, la constituye laAcaducidad, -
que seg(in los autores de la materia, representa la sancién
més grave que al concesionario se le puede imponer. En el
caso de que el concesionario no cumpliera debidamente con
sus obligaciones, puede |legarse a declarar la caducidad -
de la concesién. Esta medida implica una sancién que la Ad
ministracién aplica al concesionario porque &ste no ha cum
plido con los requisitos a lds»que se comprometib, entirs -
otros, cuando no inicia la prestacién del servicio pGblico
en‘el plaze previsto, o no adquiere el equipo necesario pa
ra prestar dicho servicio, o no realiza las inversiones a
lgs que se comprometié en determinado tiempo, suscitdndose

entonces la caducidad.

Entre {ns leyes de nuestro derecho que establecen --
los diferentes motivos mediante los cuales se presenta la
caducidad, tenemos a la legislacién minera, que en rela---
ciébn a la concesién minera, los estipula en su artfculo 52

de la siguiente manera:
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“Son causas de caducidad y de cancelacién de las con

cesiones mineras:

1 .- Faltar al pago de los gravémenes fisca-

les sobre las concesiones mineras correspondientes;

Il.- Dejar de ejecutar los trabajos y las -
inversiones a que se refiere el artfculo 50 fraccién Il, -
dentro de los plazos y condiciones fijados en el tftulo --

respectivo;

11l .- No comprobar la ejecucién de los tra-
beJos y las inversiones a que se refiere el artfculo 50 --
fraccién Ill, en los plazos y condiciones fijados en el tf

tulo respectivo;

V.- Dejar de ejecutar las obras o trabajos
de explotacién a que se refiere el artfculo 51, fraccién -
Il, en los plazos y condiciones que fijan esta ley, sus --

disposiciones reglamentarias y el tftulo correspondiente.

V.= No comprobar la ejecucién de las obras
o trabajos a que se refiere el artfculo 51 fraccién I, -

en los plazos que fijan esta ley, su reglamento y el tftu-
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lo correspondiente;

VI .- No ajustarse a los programas de explio-
tacién o beneficio que apruebe la Secretarfa de! Patrimo--

nio Nacional, en los términos del artfculo 35;

Vil .~ Alterar la estructura de capacidad de
la sociedad beneficiaria, de modo que el suscrito por mexi
canos sea menor de la proporcién que establecen los artfcu

los 12 y 13 de esta ley;

Vill.- Que un mexicano, después de habe: ob

tenido la concesién haya cambiado su nacionalidad;

IX.- No comprobar a satisfaccién de la Se--
cretarfa del Patrimonio Nacional, dentro del plazo que la
misma sefiale, la existencia en el lote amparado por la con
cesién de ninguna de las sustancias consignédas en el tfty
lo respectivo, en depésitos minerales susceptibles de pro-
ducirias econémicamente en los términos y condiciones en -

que fue expedido;

X.- Que un concesionario minero por causas

imputables a &1, no haya ejecutado obras o trabajos de ex-
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plotacién en el lote concesionado, durante los perfodos --

que seflale la ley, y el tftulo respectivo; y

Xl .- Transmitir las concesiones mineras sin
la autorizacién previa y expresa de la Secretarfa del Pa--

trimonio Nacional, en los términos de esta ley”.

Sin embargo, en el artfculo 53 de la misma ley, se -
establecen casos de excepcién por los que no procede el ac

to de caducidad, explicéndonos el por qué:

“No procederé la caducidad y cancelacién por causas
previstas en las fracciones |1V, VI y X del artfculo ante--
rior, en los siguientes casos y a juicio de la Secretarfa

del Patrimonio Nacional:

| .- Por incosteabilidad temporal de la ex--

plotacién no imputable al concesionario.

Il.- Cuando los efectos de una resolucién -
Judicial o de conflictos laborales, afecten los traba jos, -

de explotacién.

11l .~ Por causa de fuerza mayor debidamente

Justificada, y
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IV.- Por causas técnicas o econémicas, no -

imputables al concesionario.

Tampoco procederd la cancelacién y caducidad de las
concesiones en el caso de las fr;cciones I, tVvy Vl‘del -
artfculo 52 cuando habiéndose superado la obligacién de in
versién e iniciado las obras de construccién e instalacién
no se puediere efectuar el comienzo de la produccién y el
beneficio de los minerales, por causa justificada previa--

mente entre la Secretarfa del Patrimonio Nacional”.

En otro érden de ideas,_losvdoctrinarips opinan que
la caducidad deberé declararse en el momento que el conce-
sionario cometa faltas graves, asi el maestro Manuel Marfa
Diez sefiala: “La caducidad deberd declararse en razén de -
faltas muy graves del concesionario o de un desconocimien-
to sistemﬁfico de sus obligaciones en la organizacién téc-
nica y financiera del servicio concedido. Una causal para
la declaracién de la caducidad serfa la ciqpunstancia de -
que se hubiera cedido la concesién sin la aprobacién del -
6rgano concedente”. Més adelante expresa el mismo autor, -
#la doctrina estima que la caducidad debe estar precedida

de una notificacién o intimacién al concesionario para que
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en un plazo razonable cese en el incumplimiento de sus ---
obligaciones. Vale decir, el concesionarie debe ser puesto
en mora para que corresponda la caducidad”. (?8)

Existe entre los autores de la mater‘a, cierta dis--
crepancia respecte al fundamento de la puesta en mora del
cencesionario, comentando en este sentido, que radica en -
la circunstancia de que en una concesién de servicios pG--
blicos, no obstante que esta ha de interesar al concesiona
rio, es de suponerse que el principal interesado es el Es-
tado, quien debe ocuparse de la adecuada satisfaccién de -
las necesidades de interés colectivo, para evitar asi per-
juicios en el servicio por las gestiones o trémites rela--
cionados con un cambio de concesionario, lo que en muchas
ocasiones puede impedirse a través de una notificacién o -
intimacién al concesionario. Pues debe dérsele a éste, el

derecho de ser ofdo antes de que proceda la caducidad.

De los parrafos anterieres podemes deducir que si el

concesionario cometié faltas graves que ameriten la decla-

racién de la caducidad de la concesién que se le otorgé, -

(38) Manuel Marfa Diez, Ob. Cit., Tomo 111, Pédg. 297 y sig
te.
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debe dérsele la oportunidad de exponer las razones por las
que dejé de cumplir con_las obligaciones con las que se --
comprometié pues pueden darse casos en los que la explota-
cién del servicio sea incosteable, o bor causas de fuerza

mayor debidamente justificadas, o por motivos técnicos o -
econémicos que no sean imputables al concesionario, por --
los cuales no procederd la caducidad. Entonces tenemos que
ya sea culpable o no de los dafies que sufriera el servicio
en detrimento del interés colectivoe o general, debe poner-
se en mora al concesionario para que mientras se aclara su
situacién, se siga llevando a cabo el servicio y es el Es-
tado quien debe encargarse de la correcta satisfaccién de

las necesidades de interés colectivo. De esta manera, se -
evitan dafios en el servicio debido a los trémites que de--
ben realizarse con el cambio de concesionario, y esto pue-
de impedirse mediante una notificacién o intimacién al con

cesionario.

Por lo que se refiere a la declaracién de la caduci-
dad, los doctrinarios consideran que para que la caducidad
se presente, no es necesario que se establesca expresamen-
te en le concesién. Ademés estiman, que las clalGsulas que

excluyan la posibilidad de declarar la caducidad de una --



concesién, son nulas.

Ahora bien, por lo regular la caducidad de la conce-
sién estd prevista en forma expresa o técita, pero en el -
caso de que no fuera asf, la caducidad, también puede [le-
gar @ declararse siempre y cuando se presenten las causa--
les que la justifiquen. Es decir, aunque no surjan expresa
mente las causales de caducidad en la concesién, ni resul-
ten implicitamente convenidas, también es posible llegar a
deelararla en los supuestos en que al concesionario se le

impute el incumplimiento de sus obligaciones.

Con respecto al érgano competente para declarar la -
caducidad no existe entre los autores del derecho adminis-
trative uniformidad para determinarlo. En cuanto a esto, -
el ilustre Profesor Sayagués laso cita lo siguiente: ”Una
gran parte de la doctrina entiende que la administracién -
puede declarar la caducidad, mientras que otro sector no -
menos importante niega esa facultad y afirma que la:admi—-
nistracién debe solicitar a los Tribunales la declaracién

(39)

de la caducidad”.

(89) Enrique Sayagués Laso, Ob.Cit. Tomo I1. P&g. 79.



En este sent:do, el autor Manuel Marfa Diez, seiala:
"En nuestra opinidn, en estos supuestos, la intervencién -
del érgano judicial se hace indispensable ya que debe pro-
barse el hecho que da origen a la caducidad y asf conviene
para la mejor defensa de los derechos del concesiona------

.. (40)
rio

Fund4ndonos en lo que se ha escrito sobre el tema, -
al respecto comentaremos con la idea de precisar lo relati
vo a la declaracién de la caducidad, que si la concesién -
prevé e;pecialmentg Iosvcasos'de caducidad, es el 4rgaio -
auministrativo el competente para aplicarla. Pues si se ha
establecido las éausales, se entiende que el concesionario
las acepta, estando consciente de que si no cumple con sus

obligaciones, la Administracién declarard la caducidad.

Por otro lado, si los motivos de caducidad no se en-
cuentran previstos expresamente en la concesién, puede re-
sultar implfcitamente convenida y también en este aspecto,

serd el érgano administrativo quien la declare. Esto se --
presentarfa en los casos de incumplimiento de las condicio

(40) Manuel Marfa Diez, Ob. Cit., Tomo Ill, P&g. 399.



nes esenciales de prestacién de servicios, pues si no suce
diera asf y la administracién tuviera que declarar Judi---
cialmente la caducidad, la_continuidad del servicio se po-
drfa ver afectada y consideramos que esto no puede admitir
se. En este supuesto, la determinacién d¢ si la omisién o

incumplimiento del concesionario afecta o no una condicién
esencial de la prestacién del servicio, no depende exclusi
vamente del arbitrio de la Administracién. Por eso, cuando
se da la declaracién administrativa de la caducidad deter-
minada en esos supuestos, se cree que corresponde acudir -

ante el 6rgano judicial.

Asimismo se nos ekpresa que aln en los casos en que
se hubieran establecido expresamente las causales de cadu-
cidad, debe intervenir la accién judicial; pues la Adminis
tracién puede realizar una aincacién-no razonable que per
judique al concesionario, Eor lo que tendrfa que interve--

nir el érgano judicial.

Ahora bien, una vez declarada la caducidad de la con
cesién, légicamente esta se extingue, pero el concesiona--
rio sigue siendo propietario de los bienes fisicos afecta-

dos a la prestacién del servicio. Por medio de la caduci-~
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dad la Administracién Pdblica despoja al concesionario de

los medios proporcionados por ella, pero eso no implica --
que las obras realizadas por el primero queden en benefi--
cio del segundo para que este las aproveche»sin indemnizar
a cambio. En este sentido, el artfculo 31 de la Ley de ---

Vias Generales de Comunicacién estipula:

"En los casos de caduci#ad a que se refieren las ===
fracciones 11, III, IV, Vill, IX, X, XI, XI1 Y XtIl del ar
tfculo 29, el concesionario conservard la propigdad de los
bienes que no hayan quado a poder de la nacién; pero ten-
dré la obligacién de levantar la parte de las vias e insta
laciones cuya propiedad conserve, en el término que al —--
efecto le sefiale la Secretqrfa, la cual podré efectuar di-
cho levantamiento a costa del concesionario en la forma --
prevenida por el articulo 47, si éste no lo hace oportuna-

mente.

El Gobierno Federal tendrd en todo tiempo el derecho
de adquirir los bienes que el concesionario coﬁserve en --
propiedad, previo pago de su valor, fijado por peritos nom
brados conforme al procedimiento judicial sefialado en la -

Ley de Expropiacidén. Del precio se deducird, en su caso, -
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el importe de la subvencién que el gobierno hubiere otorga

do al concesionario”.

Concluiremos este tema sefialando que debido a que la
caducidad es, como ya asentamos, una medida grave para ex-
tinguir la concesién y a las perturbaciones que origina én
el funcionamiento del servicio piblico, debe utilizarse --
con mucha prudencia, o sea, Gnicamente se usard cuando ---
haya incumplimiento grave por parte del concesionario, que
demuestre real incapacidad para explotar el servicio, lo -
que debe estar claramente comprobade. Si esos prin;ipins -

no se respetan, el acto de caducidad serd ilfcito.



4. RENUNCIA

Por lo que respecta a este punto debemos indicar que
poco se ha tratado sobre la renuncia, como medio de extin-
cién de la concesién, sin embargo el destacado profesor =
Agosta Romero expresa lo siguiente: "Aun cuando no se ha -
estudiado a fondo, existe la posibilidad de que la conce--
sién se extinga respecto del concesionario por renuncia --
que éste haga de los derechos que tenga a su favor; sin em

~~———~-kargo, creemos que no puede haber una renuncia lisa y lla-
na, ;}no que dependéré de la importancia del servicio pi--
blico o de las necesidades que el Estado tenga de explotar
determinados bienes para que se pueda aceptar la renuncia

de la concesién. En algunas ocasiones, podréd tratarse de -
un servicio plblico obsoleto o, por ejemplo, de la explota
cién de minerales que no sea econémica, en cuyo caso pare-

ce ser que no habrfa interés piblico en que continuara for

zosamente la concesién.

Habr& otros supuestos en que la necesidad o el inte-
rés pGblico impongan la conveniencia de que la Administra-

cién PGblica no acepte la renuncia mientras tanto no se --



asegure, o bien la transmisién de la empresa (econémicamen
te considerada), a.tercéros que presten el servicio, o ex-
ploten los bienes del Estado y aseguren la continuidad nor
mal de esas actividades, o bien, que la propia Administra-

. (4D

cién se haga cargo de ellas

Como podemos apreciar, del comentario anterior se --
desprende que para que la renuncia produzca efecto de e*-—
tincién de la concesién, el concesionario debe renunciar a
los derechos que tenga a su favor, con la salvedad de que
la renuncia no podrd presentarse por parte de éste nademés
porque si, ya que para que le sea aceptada, tiene que con-
siderarse la impoftancia del servicio o de las necesidades

que el Estado tenga de explotar determinados bienes.

Pueden darse casos en los que no habrfa interés pd—-
blico y por lo tanto no serfa necesaria la continuacién --
forzosa de la concesidén; como por ejemplo, cuando se trata
ra de un servicio piblico obsoleto, o de la explotacién de
minerales que exija demasiados gastos y que no rinda ganan

cias, esto es, para que el érgano administrativo acepte la
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renuncia del concesionario a la concesién debe, motivado -
por la necesidad o por el interés pGblico, percatarse de -
asegurar la transmisién de.la Empresa a terceros que pres-
ten el servicio o exploten los bienes del Estado para lo--
grar de esa manera la continuidad nqrmal de esas activida-
des; o que sea el mismo érgano quien se haga cargo dé las

mismas.

Por su parte el ilustre tratadista José Canasi hace

referencia a lo que Bielsa sostiene en relacién a la renun

cia de la que sefiala: "...no es admisible como forma de ex
tincién por cuantc estd en juego el interés pablico, y tam
bién por ser de cgracter contractuai. Y este tratadista --
sostiene que la renuncia sélo puede ocurrir en los CONTRA-
TOS UNILATERALES QUE SOLO OTORGAN DERECHOS y no en aquellos
en que el concesionario contrae derechos y obligaciones. -
Este criterio del eminente maestro no es peculiar al con--
trato de concesién de servicio plGblico, sino también a los
demds contratos administrativos, como concesién de obra pG
blica, contrato de obra pdblica, de suministros, etc., =---
cuando existe interés piGblico, y ello también ocurre en el

contrato de funcién pidblica, en los casos en que la renun-

cia del funcionario o empleado piblico resulta intempesti-



va y perjudicial al servicio pGblico, debiéndose en tales
casos ser aceptada por la autoridad competente, por cuanto

(42)

puede configurar hasta un delito”.

Como podemos observar, entre la opinién del maestro
Acosta Romero y la del profesor José Canasi existe una di-
ferencia importante, pues mientras el primero afirma que -
la renuncia puede darse en la concesién, siempre y cuando
se cumpla con los requisitos sefialados por &l en su Ijbro;
el segundo sostiene que la renuncia no es admisible en la
concesién ya que el interés péblico estd en juego y adgmés{
por que es de cardcter contractual, comentando ademds que
seglin Bielsa, la renuncia sélo puede presentarse en los --
contratos unilaterales que Gnicamente otorgan.derechos, y
no en aquellos en que el concesionario contrae obligacio--

nes y derechos.

Nosotros creemos que la renuncia deberfa de existir
como una medida de proteccién para el concesionario, pues
este se veria afectado en sus intereses en los casos como

los que sefiala el profesor Acosta Romero, con el cual esta

(42) José Canasi, Derecho Administrativo, Tomo Il, Edicio-
nes Depalma, Buenos Aires, 1974, Pébi 599.
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mos de acuerdo, como cuando se trata de un servicio pﬁbli-i
co obsoleto, o de la explotacién_de minerales que no sea -
econémica. Claro estd, que como el mismo profesor éxpresa,
la renuncia no se puede dar nadamds asf( sino que depende-
r4 de la importancia del servicio pdblico o de las necesi-
dades que el Estado tenga de‘explotar determinades bienes

para que se pueda aceptar la renuncia de la concesién.
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5. QUIEBRA

Considefamos importante manifestar acerca de esta --
cuestién establecer, que otra de las causas motivo de ex--
tincién de la concesién, lo constituye la quiecbra del con-
cesionario en la empresa qu presta los servicios o exblo-
ta los bienes. Al respecto la doctrina estima que en caso
de que eso suceda, las autoridades deben asegurar la conti
nuidad de la prestacién de servicios. lLa quiebra produce -
efectos inmediatos una vez declarada, en lo que atafie a es
to, la Ley de Vias Generales de Comunicacién establece a -

través de su artficulo 39 que:

”"la quiebra de las empresas que exploten vias genera
les de comunicacién se sujetard a las prescripciones del -

Cédigo de Comercio y a las reglas siguientes:

I. La administracién y explotacién del ser-
vicio plGblico concesionado estar&n a cargo de un Consejo -
de Incautacién, constituido por un representante de los --
acreedores, un delegado de los obreros que presten servi--
cios en la empresa, un representante de la concesionaria y

dos de la Secretarfa de Comunicaciones, uno de los cuales



serd el presidente de dicho Consejo, cuyo funcionamiento -

determninard el reglamento respectivo;

Il. Por ninguna accién judicial podrd inte-

rrumpirse la explotacién de los servicios ptblicos;

I1l. El consejo de incautacién desempefiard
las funciones que correspondan al sfndico o interventor y

estard, ademds, obligado:

a) A consignar,. con el car&cter de depdsito
en el Banco de México, las cantidades que sc obtengan en -
la explotacién de los servicios, después de deducidos los

gastos administrativos;

b) A depositar en la misma institucién ban-
caria las existencias de dinero o valores que tuviere la -

empresa en la época en que se decrete la incautacién;

¢) A exhibir los libros pertenecientes a la

compafifa, cuando proceda y lo decrete el juez;

d) A procurar que el servicio pidblico se —-
preste en forma regular y continua, acatando todas las dis

posiciones que dicte la Secretarfa de Comunicaciones cn in
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terés del aismo; y

IV. El jucz que conozca de la quiebra dar§,
en todo caso, a las Secrectarfias de Comunicaciones y de ---
Hacienda, la intervencién que les corresponda para asegu--

rar los derechos del Estado y del pidblico usuario”.

Se considera que la quiebra no extingue la conce----
sién, ya que si &sta nace de un acto administrativo, se ne
cesita que otro acto administrativo la extinga o le de'coﬂ
tinuidad. Asimisno se estima que la quiebra impliéa la pér
dida del derecho subjetivo a la concesién, pero la adminis
tracién pGblica no estd obligada por este acto, pues ella
pucde revocar la concesién. Una vez revocado el acto de --
quicbra, si la Administracién considera que el concesiona-
rio mostré una conducta indigna, puede tomar ésta como una

causal para declarar la caducidad ademés.

Creemos de suma importancia mencionar que cuando se
presentan las causas de incumplimiento que originan la re-
vocacidén, o las causas que crean la caducidad, normalmente
se realiza un procediﬁiento administrativo en el que la au

toridad determina la existencia de esas causas, notifica -



al concesionario para que manifieste lo que @ su derecho -
convenga, o bien exhiba pruebas que acrediten que no come-
ti6 faltas, y después se dicta un acto administrativo de--
clarando la revocacién o la caducidad de la concesién. Es-
te acto también se publica, en la mayoria de los procedi--
nientos, en el Diario Oficial de la Federacién. En México,
cuando sc trata de caducidad, al procedimiento le denomi--
nan de incurso en caducidad. lLas consecuencias de la revo-
cacién por incumplimiento, o caducidad, ademés de extin---
guir la concesién, son las de establecer responsabilidades
adninistrativas a cargo del concesionario, las que se ----
hacen efectivas por lo regular, ejecutando las garantias -

que éste hubiera concedido.

Respecto al presenfe andlisis, conéluiremos, con un
breve resumen sobre lo antes tratado comentando, que la --
guiebra por si sola no basta para extinguir la concesién, -
pues si ésta ha nacido de un acto administrativo, es nece-
sario que se extinga por medio de otro acto administrativo
y producida esta situacién, la Administracién debe interve
nir revocando la concesidn. Por otro lado podria darse el

caso de que la Administracién, no obstante que revoque el
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acto de quiebra, tome en cuenta la conducta del concesiona
rio como causal de caducidad. En este supuesto, merecerfa
una sancién la conducta del concesionario y la caducidad -

serd dictada por la Administracién.



6. RESCATE

Con este punto damos por concluido el capitulo rela-
tivo a los medios anormales por los que la concesién puede
extinguirse. Por lo tanto, expresaremos finalmente, que la
concesidn puede |legar a desaparecer antes del término ---
acordado a través del rescate. Para !la doctrina, el resca-
te constituye un caso tipico de revocacién administrativa,
y expresa que el rescate es la revocacién de una concesidn
de servicios plblicos, efectuada por la Administracién ---
cuando el interés pGblico asf lo exija. En este supuesco -
no existe incumplimiento de obiigaciones por parte del con
cesionario, por lo que se deduce que el rescate no es una
sancién sino una medida que toma la Administracién por ra-
zones de interéds pGblico. A este respecto el reconocido --
tratadista Marfa Diez, asienta en su obra que el rescate -
se puede definir diciendo, ”...que es una decisidn unilate
ral por la que el concedente pone fin a la concesién de --
servicios piblicos, antes de la fecha fijada para su expi-

racién, sin que el concesionario haya incurrido en una fal

(43)

ta que diera motivo para declarar la caducidad”.

(43) Manuel Marfa Diez, Ob. Cit., Tomo IlI, P&g. 300.



Podemos observar en lo antes expuesto, que el resca-
te no es aplicado por la Adninistracién como una sancién -
al concesionario, pues éste no dejé de cumplir con sus ---
obligaciones, sino que lo hace basada en motivos de inte--

rés gencral.

Por otro lado, se nos conenta que no obstante no se
establezca ni en la concesién ni en la ley algﬁna di§posi—
cién en cuanto al rescate, la Administracidn puede decidir
lo unilateralmente, para mejorar de esa manera el servicio
mediante su explotacién directa o bien, para suprimirlo --
cuando ya no sea adecuado en el caso de que se presenten -
nuevas situaciones. Una vez efectuado el rescate el Estado
debe indemnizar al concesionario por las inversiones que -
haya rcalizado y por la privacién que se le hace del plazo

de explotacidn.

Si el rescate se establecid contractualmente, Gnica-
mente la Administracién puede proceder en la forma y en el
momento previstos en la concesidén o lo puede hacer des----

pués, pero nunca antes de lo establecido; pero si el resca

te se lleva a cabo extracontractualmente, es decir, sino -

se estipula en la concesién, la Administracién debe espe--
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rar que transcurra un tiempo razonable desde que se otor--
gue la concesién. Con respecto a la indemnizacién par§ el

concesionario se nos expresa, que si el rescate estd fija-
do contractualmente, la indemnizacién se otorgard de acuep
do con las normas del contrato, correspondiendo al conce--
sionario los recursos y las acciones que fueren convenien-
tes; mds si las bases para efectuar el rescate no haa sido
previstas en el contrato,.el juez serd el que debe fijar -

la indemnizacién.

Vemos que no importa que»el rescate se haya ¢ no pre
visfo en la concesién o en la ley para su aplicacién, pues
to qué el Estado tiene la facultad de decidirlo uni lateral
menfe, recuperando de esa manera los bienes o servicios --
que habfa otorgado, cuando el interés pablico se lo requie
ra. Claro estd que el rescate trae como consecuencia de su

aplicacién, una indemnizacién para el concesionario.

Ahora hos referiremos al fundamento de la obligacién
de indeanizar por parte del Estado en el supuesto de resca
te, pudiéndose sefialar que no se trata de una responsabili
dad por actos ilfcitos, pues el Estado no tiene ninguna --

culpa; y no puede invocarse la equidad como fundamento de
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la indemnizacién, pues el derecho emergente de una conce--
sién de servicios piblicos es una propiedad del concesiona
rio en el sentido constitucional del término, considerdndo
se a lo anterior como c¢l Gnico fundamento serio para que -
se indemnice al concesionario. Como es de comprenderse, si
en un contrato de concesidn de servicios prlicos el pro--
greso técnico hace que sea ipﬂtil'el modo de prestar los -
servicios, la Administracién debe rescatarlos, puesto que

ya no se adaptan a las necesidades colectivas. Asimisio, -
la transforchién y atn la modernizacién del servicio pil--
blico, pueden dar paso al rescate. Ademis de la indemniza-
cién, como el concesionario no pierde la propiedad de los

bienes, si el Estado para prestar el servicio necesita ad-

quirirlos, debe pagdrseclos al concesionario.

Para concluir este tema, asi como la presente tesis,
sciialaremos que si la Administracién declara el rescate de
la concesién, no es el concesionario quien debe indemnizar
al Estado, pues la extincién del acto administrativo libe-
ra al concesionario de toda responsabilidad ya que no dejé
de cumplir con sus oblfgaciones establecidas en la conce--

sién. Por lo tanto, segdn la doctrina, no habrd base jurfi-



dica en que fundar el derecho de resarcimiento del conce--

dente. En relacién al fundamento de la facultad revocato--
ria, es sin duda el interés piblico, al cual debe atender
la Administracién. En efecto, el Estado puede proceder al
rescate de la concesién en cualquier mohenté, pues debe to
marse en cuenta que la Administracidn Piblica es la que de

be considerar el interés piblico.

Por dGltimo, podémos mencionar que el fundamento del
derecho del concesionario deriva como ya lo comentamos, de
que el derecho emergente de una concesidn de servicios yfi-
blicos, constituye una propiedad para el concesionario en
el sentido constitucional del término. Entonces, la indem-
nizacién se efectGa como garantfa de la inviolabilidad de

la propiedad.



CONCLUSI ONES

PRIMERA.- La concesién es un acto juridico
administrativo discrecional, en virtud del cual la Adminis
tracién Pablica Federal, faculta, concede o encarga tempo-
ralmente, a una persona privada, para manejar y establecer
un scrvicio pGblico o la explotaciér y aprovechamiento de

bienes del Estado, mediante sujecidén a determinados requi-

sitos o foraalidades que le scehale la ley.

SEGUNDA.- Para una parte de la doctrina la
naturaleza juridica de la concesién consiste en qus esta -
Gltima, ¢s un contrato de derecho privado en el que el Es-
tado y el concesionario tienen una obligacién reciproca, -
mnediante cldusulas convencionales, credndose asi una rela-
cién contractual sujeta a reglas de derccho civil. CUtros -

doctrinarios consideran a la concesidn como un acto de de-
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recho piblico, un acto jurfdico unflateral, pues seglin ---
ellos, el concesionario no tiene ninglGn derecho frente al

Estado, de lo que resulta, que el Estaao con el mismo dere
cho que posee para otorgar concesiones, puede revocar las
que ha dado, o modificarlas sin indemnizacién. En un ter--
cer punto la doctrina considera a la concesién como un ac-

to mixto que posee una parte de elementos reglamnentarios y

otra contractual.

TERCERA.- El acto de concesién se estructu-
ra de la siguiente manera: en primer término, por un p'ie-
go de condiciones establecido bor fa Administracién, las =~
cuales fijan las reglas de Funcionaﬁiento del servicio, +=-
los derechos y las obligaciones de !as partes; posterior--
- mente, por la convencién o acto de concesién que establece
el acuerdo de las partes; y por Gltimo, por las medidas de
ejecucién que fijan las modalidades de aplicacién de la --

concesién.

CUARTA.- En el pé&rrafo sexto del artfculo -
27 constitucional se estipulan las bases para el otorga---
miento de la concesién: ”"...el dominio de la Nacién es ina

lienable e imprescriptible y la explotacién, el uso o el -
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aprovechamiento de los recursos de que se trata, por los -
particulares o por sociedades constituidas conforme a las
leyes mexicanas, no podr§ realizarse sino mediante conce--
siones, otorgadas por el Ejecutivo Federal, de acuerdo con

las reglas y condiciones que establezcan las leyes...”

QUINTA.~- De acuerdo al tipo de concesién, -
la ley administrativa fija en cada caso, al tiempo que de-
be durar la misna. Puede darse también dentro del mismo ac
to jurfdico por el cual se concede la concesién, que se es
tablezca el tiempo méximo de su duracién, estableciéndose
asf un pacto contractual; pero también e*iste la posibili-
dad de que la concesién termino dentro del plazo autoriza-
do por diversas causas, co:io por el rescate, la caducidad

y otras formas de terminacién prematura.

SEXTA.- La rescisién se puede originar de -
tres maneras: por acuerdo de las partes, es decir, de la -
Administracién Piblica y del concesionario; por causas de
fuerza mayor que hagan imposible su ejecucién, o sea, cuan
do no existe la posibilidad de que el servicio pueda finan
ciarse econémicamente y sin perjuicio o responsabilidad pa

ra ninguna de las partes; y cuando el concesionario o la -
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autoridad concedente no cumplan con sus obligaciones esti-

puladas en la concesién.

SEPTIMA.- Se considera que en México la re-
vocacién de las concesiones se muestra como una sancién al
incumplimiento del contenido del acto administrativo,_di-—
cho de otra manera, la revocacién es originada por la fal-
ta de cumplimiento del concesionario a las obligaciones im
puestas por el régimen juridico de la misma. Por lo tanto,
se toman en cuenta como causas de rgvocacién en las conce-
siones de aprovechahiento de aguas nacionales, mineras, de
transportes, de educacién y otras, el incumplimiento del -
concesionario a sus deberes estipulados en el régimen jurl

dico de dichas concesiones.

OCTAVA.- La caducidad deberd& declararse en
el momento en que el concesionario cometa faltas muy gra--
ves, o cuando desconoce sus obligaciones en la organiza---
cién técnica y financiera del servicio concedido. Puede --
ser motivo de caducidad, el hecho deNque la concesién se -
haya concedido sin que el &rgano concedente lo apruebe. Pa

ra que se de la caducidad correctamente, debe notificarse

previanente al concesionario para que cese en el incumpli-
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miento de sus obligaciones, déndosele un plazo razonable -
para el efecto. Es decir, para que corresponda la caduci--

dad, el concesionario debe ser puesto en mora.

NOVENA .- Aun cuando no se ha estudiado a --
fondo, existe la posibilidad de que la concesién se extin-
ga respecto del concesionario por renuncia que éste haga -
de los derechos que tenga a su favor; sin embargo, se cree
que no puede haber una renuncia lisa y llana sino que de--
penderd de la importancia del servicio pilblico o de las ne
cesidades que el Estado tenga de explotar determinados bie
nes para que se pueda aceptar la renuncia de la concesidn.
En algunas ocasiones, podrs tratarse de un servicio pabli-
co obsoleto o, por ejemplo, de la explotacién de minerales
que no seca econdmica, en cuyo caso parece ser que no -----
habrfa interés plGblico en que continuara forzosamente la -

concesidn.

DECIMA.- La quiebra por sf sola no basta pa
ra extinguir la concesién, pues si esta ha nacido de un ag
to administrativo, es necesario que se extinga por medio -
de otro acto administrativo, y producida esta situacién, -

la Administracién debe intervenir revocando la concesidn.-
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Podria darse el caso de que la Administracién no obstante
que Eevoque el acto de quiebra, tome en cuenta la conducta
como causal de caducidad. En este supuesto, mereccerfa una
sancién la conducta del concesionario y la éaducidad seré

dictada por la Adainistracién.

DECIMAPRIMERA.- El rescate es una decjsién
unilateral por la que el concedente pone fin a la conce---
sién de servicios plblicos, antes de la fecha fi jada para
su expiracién, sin que el concesionario haya incurrido en

una falta que diera motivo para declarar la caducidad.
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